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La presente investigación titulada: El incumplimiento de pago como factor de 
inaplicación del principio de oportunidad en el distrito fiscal del callao - 2018, tuvo 
como objetivo general determinar si el incumplimiento de pago es un factor de 
inaplicación del principio de oportunidad en el distrito fiscal del callao – 2018.     
 
El método empleado fue inductivo - deductivo, el tipo de investigación fue 
básica, de nivel descriptivo, de enfoque cualitativo, de diseño no experimental: 
transversal. La población estuvo formada por 11 fiscalías, la muestra por 04 
fiscalías y el muestreo fue de tipo no probabilístico. La técnica empleada para 
recolectar información fue encuesta y los instrumentos de recolección de datos 
fueron cuestionarios que fueron debidamente validados a través de juicios de 
expertos y determinado su confiabilidad a través del estadístico de fiabilidad (Alfa 
de Cronbach, KR-20).   
 
Se llegaron a las siguientes conclusiones: el principio de oportunidad es un 
mecanismo de descarga procesal que se hace muy útil tanto para el sistema de 
justicia como para la victima quien puede ver resarcido el daño que le causaron; 
sin embargo, existen factores como el incumplimiento de pago que genera la 
inaplicación del principio de oportunidad haciéndole perder eficacia.  
 
Palabras clave: principio de oportunidad, descarga procesal, incumplimiento de 











The present investigation entitled: Failure to pay as a factor of inapplicability of the 
principle of opportunity in the fiscal district of Callao - 2018, had as a general objective 
to determine if non-payment is a factor of non-application of the principle of 
opportunity in the fiscal district of the Callao – 2018. 
The method used was inductive - deductive, the type of research was basic, 
descriptive level, qualitative approach, non - experimental design: transversal. The 
population consisted of 11 public prosecutor's offices, the sample by 04 public 
prosecutors' offices and the sampling was non-probabilistic. The technique used to 
collect information was a survey and the data collection instruments were 
questionnaires that were duly validated through expert judgments and determined 
their reliability through the reliability statistics (Alfa de Cronbach, KR-20). 
The following conclusions were reached: the principle of opportunity is a 
procedural unloading mechanism that is very useful both for the justice system and 
for the victim who can see the damage caused; However, there are factors such as 
failure to pay that generates the inapplicability of the principle of opportunity, making it 
lose effectiveness. 





















1.1. Trabajos previos  
  Trabajos previos internacionales. 
López, Pérez y Valencia (2017) en su tesis titulada “Principio de Oportunidad 
frente a los derechos de las víctimas en el sistema penal acusatorio en Colombia”. 
Con este estudio se busca justificar el hecho que ante un delito se aplique el 
principio de oportunidad y no solo eso sino que a la vez lograr el resarcimiento del 
daño a través de la reparación civil. Entonces tenemos que se requiere que la 
aplicación al principio de oportunidad no solo se base en el cumplimiento de 
causales legales, sino que se comprometa especialmente con el resarcimiento de 
las víctimas, ya que poco a poco se ha mantenido al margen en la ejecución del 
mismo, cuando se puede admitir otra oportunidad, no obstante, se ha lesionado 
un bien jurídico tutelarle donde las víctimas deben realizar su participación activa.  
 
El ente acusador con todo el derecho que le asiste prescindir de la 
investigación penal, son creados para asegurar que la actividad fiscal no vulnere 
arbitrariamente los derechos de intervinientes en la administración de justicia, es 
decir, ofrecer garantías constitucionales a las partes para no caer en una 
desigualdad material.  
 
De lo anterior tenemos que dentro de la aplicación del principio de 
oportunidad es fundamental darle cumplimiento al resarcimiento de la víctima, 
más que simplemente dar por cumplido un dispositivo legal, dado que al verse 
afectado un bien jurídico protegido la victima debe jugar un rol importante en la 
forma en la que se va a solucionar aquel conflicto que le generó un perjuicio.     
 
Arguedas (2017) en su tesis titulada “Análisis de la Jurisprudencia de la 
Sala Tercera y del Tribunal de Apelación de Sentencia del II Circuito Judicial de 
San José, durante el periodo de 2005-2015, sobre el Principio de Oportunidad: 
Delincuencia Organizada e Insignificancia de la lesión al bien jurídico” buscó el 
enfoque jurisprudencial al visualizar a través de la práctica judicial, la ponderación 
entre el concepto y el desarrollo los principios de Legalidad y Oportunidad para 




Siendo que constituyó una novedad, pero al mismo tiempo, un reto para 
nuestro sistema procesal penal. Su novedad radicó en que no había existido otra 
figura procesal de similar naturaleza en la legislación, que permitiera a las 
autoridades judiciales prescindir de la acción penal del Estado, pese a lo ya 
establecido. El reto consistía en establecer los parámetros a partir de los cuales 
se implementaría ese instituto procesal, especialmente tomando en cuenta que su 
consecuencia sería la renuncia a proseguir una acción penal delictiva y con ello, 
una inevitable relación a nivel social con la impunidad. 
 
Una de las bondades que trajo el nuevo sistema es la figura procesal del 
principio de oportunidad, que implicaba que el sistema pueda resolver un caso 
ante un hecho delictivo apartándose de la regla general que era la figura de la 
legalidad, para utilizar un medio de solución de conflictos menos gravoso.  
 
Escobar (2016) en su tesis titulada “La aplicación del Principio de 
Oportunidad en los Delitos de Tránsito en la ciudad de Quito como una Alternativa 
a la Persecución Penal del Procesado en el Ordenamiento Jurídico” buscó 
conceptualizar el Principio de Oportunidad en los delitos de tránsito, así como 
diagnosticar el estado actual del problema a través de una investigación 
bibliográfica y de campo, y verificar la aplicación de aquel Principio por parte de 
quienes administran justicia en los delitos de tránsito para que se garantice la 
tutela judicial efectiva.  
 
Entonces tenemos que del estudio realizado se desprende que los 
operadores de justicia están conscientes de la nueva institución jurídica creada 
por la legislación actual en que es necesario la implementación de parámetros y 
directrices claras. Esta establecido que entre las funciones sustantivas de la 
Fiscalía a lo largo de la investigación es ejercer la acción pública aplicando los 
mecanismos que la norma le ofrece; el estudio de la base legal es prioritario antes 
de iniciar la investigación penal que de acuerdo a los tratadistas internacionales y 





El trabajo de investigación antes señalado tiene como fundamento 
conceptualizar este tema, así como determinar el estado actual por el que pasa la 
figura del principio de oportunidad y verificar la labor que vienen realizando los 
operadores jurídicos con esta figura procesal. Ante ello tenemos que los 
operadores jurídicos tienen conocimiento del manejo del nuevo mecanismo 
procesal, sin embargo, es necesario adoptar parámetros que permitan que el 
principio de oportunidad aplique de manera óptima.  
 
Trabajos previos nacionales 
Carhuayano (2017) en su tesis titulada “El delito de incumplimiento de obligación 
alimentaria y su influencia en la aplicación del principio de oportunidad” buscó 
determinar los motivos del porque el imputado no ofrece aplicar este medio, así 
como establecer cuántos casos se les aplica el principio de oportunidad a petición 
de los imputados y cuántos son propuestos por el Ministerio Público y si este 
mecanismo es puesto a conocimiento de los imputados por sus abogados 
defensores.  
En este punto vamos a señalar que existen casos en los que no se aplica 
este medio de solución temprana por falta de buena economía del procesado, 
pero la mayor cantidad de las personas indicaron que no lo solicitan por 
desconocimiento de este principio. Muchos magistrados por evitar el trámite y 
seguimiento optan por no utilizar este medio de solución temprana. Este delito es 
uno de los problemas que existe en todos los niveles socioeconómicos, pero en 
mayor medida en los de baja economía.  
El presente trabajo de investigación da a notar la problemática que existe en 
cuanto que en muchos casos no se aplica este mecanismo, en algunos casos por 
temas económicos del procesado, pero la mayor cantidad de las personas 
indicaron que no lo solicitan por no tener conocimiento de este mecanismo 
procesal. Muchos fiscales por evitar el trámite y seguimiento deciden no darle 
tramite a este medio de solución, sin tener en cuenta que ello puede ser un medio 
de descarga procesal muy eficiente. El presente delito es uno de los problemas 
que existe en todos los niveles socioeconómicos, pero en mayor medida se da en 




Huaripata y Culqui (2017) en su tesis titulada “Obligatoriedad de la 
aplicación del Principio de Oportunidad dentro del proceso inmediato en los 
delitos de omisión a la asistencia familiar” se busca analizar si el principio de 
oportunidad siendo un proceso inmediato para el delito de omisión a la asistencia 
familiar ha cumplido su finalidad de resarcir el daño a la víctima y evitar la 
sobrecarga laboral en el Distrito Fiscal de Cajamarca.  
 
De lo antes mencionado podemos resaltar que en los delitos de omisión a la 
asistencia familiar, llevados dentro de un proceso inmediato, favorece a las partes 
de manera eficaz, puesto que para la victima soluciona su conflicto y para el 
imputado no genera antecedentes, además de ello genera menor carga procesal.     
 
Covarrubias (2017) en su tesis titulada “El pago racional de la reparación 
civil en el delito de conducción de vehículo en estado de ebriedad en la segunda 
fiscalía provincial penal de Wanchaq en el segundo semestre año fiscal 2016”, en 
el presente estudio se busca analizar si la economía de los imputados es el 
motivo por el cual no solicitan se utilice este mecanismo, y asimismo si el factor 
económico es el único o no que influye en el hecho que los imputados no se 
sometan al principio de oportunidad.  
 
El principio de oportunidad es netamente de naturaleza procesal, es decir se 
cimenta sobre la base de un proceso administrativo en sede fiscal, ello implica 
que el Ministerio Público, pueda acabar con un conflicto jurídico aplicando criterios 
de solución temprana, teniendo como objetivo la descarga procesal en su 
totalidad en delitos menores y así mismo no se estaría vulnerando el principio de 
economía procesal que pretende obtener un resultado óptimo.  
 
Cabe precisar que particularmente para este delito se establece una 
reparación civil se manera muy rígida puesto que existe una tabla establecida por 
la Fiscalía de la Nación que estable el monto de reparación civil según el grado de 
alcohol en la sangre, lo cual genera que el tema se trate de manera poco 




margen más amplio en ese sentido al igual que en los otros delitos, a fin que 
dicho mecanismo procesal cumpla su objetivo de economía procesal.   
 
Orbegoso (2016) en su tesis titulada “Asociación entre el cumplimiento del 
principio de oportunidad y el grado de instrucción de los investigados por el delito 
de omisión a la asistencia familiar en la Fiscalía provincial penal de El Dorado en 
el último trimestre del año 2015”, con la cual buscó conocer el grado de  
cumplimiento del principio de oportunidad en el delito de omisión a la asistencia 
familiar, así como el nivel de instrucción de los investigados por este mismo delito. 
 
La autora señala que no está cumpliendo su finalidad por la falta de interés 
de los investigados en el delito de omisión a la asistencia familiar, puesto que no 
cumplen con el acuerdo pactado en la audiencia de aplicación del Principio de 
Oportunidad. El nivel de educación de los investigados que cumplen con la 
asistencia familiar son los de mayor nivel educativo, esto debido a que se pude 
verificar en la investigación que aquellos que si cumplen con su obligación de 
asistencia familiar son las personas con un grado de educación superior. 
 
Debemos precisar que el delito de omisión a la asistencia familiar es de 
coyuntura actualmente, y esta regula por Ley dentro del marco de este principio, 
lo que debería facilitar en principio a que se solucione un problema tan delicado 
en corto plazo, y a la vez exista descarga procesal de aquellos casos que no son 
pocos; sin embargo, ello no está pasando puesto que los imputados por dicho 
delito no cumplen con el acuerdo pactado y uno de los factores que influye en eso 
es el nivel educativo de los imputados.  
 
Fiestas (2016) en su tesis titulada “La aplicación del principio de oportunidad 
en la solución del conflicto, respecto a los delitos de omisión de asistencia familiar 
de padres a hijos, en la primera y segunda fiscalías provinciales penales del 
distrito de Trujillo” la aplicación del principio de oportunidad se justifica en el 
sentido que se busca darle mayor celeridad a los casos de omisión a la asistencia 




inconvenientes en dicha aplicación, como son la cultura litigiosa entre las partes, y 
los criterios de aplicación del Fiscal para la solución de estos casos.  
 
De dicha investigación se desprende que la aplicación del principio de 
oportunidad si es de relevante importancia en la solución de los casos por el delito 
de omisión a la asistencia familiar, puesto que de esa manera la mayor parte de 
los casos son resueltos por las partes y ya no es necesario que el Ministerio 
Público movilice y utilice todos sus recursos en estos casos, además de ellos en 
su mayoría los Fiscales y abogados son de la opinión que es importante la 
aplicación del principio de oportunidad en los casos de omisión a la asistencia 
familiar.    
 
Cabe resaltar al principio de oportunidad una herramienta procesal valiosa 
que puede llegar a ser eficaz y resolver los conflictos entre los litigantes, y así 
además ayudar a la economía procesal de una manera más inmediata, más aun 
dentro de delitos de tanta connotación social como lo es el presente delito.  
 
1. 2. Marco Teórico Referencial sobre el Principio de Oportunidad 
El Principio de Oportunidad. 
El principio de oportunidad como facultad del Ministerio Público; preliminarmente 
corresponde tener en cuenta que en nuestro ordenamiento procesal penal, existen 
determinados tipos de procesos o causas que en cierta forma están regidos por el 
principio de oportunidad, que vendrían a ser en los delitos cuyo ejercicio es por acción 
privada, caracterizada por que se da la facultad a todos los particulares determinar si 
se hace efectiva la acción penal y su continuidad. No obstante, esta forma de 
oportunidad es diferente a la que se concede a la Fiscalía a fin de que este decida o 
no el ejercicio y la persecución penal público, por lo que de inicio tenemos que esta 
facultad le corresponde, entonces, al Ministerio Público y no a particulares De La Cruz 
(2007, p. 156). 
Estando en el segundo supuesto referido en el párrafo anterior (respecto al 




principio de oportunidad como institución válida y eficaz del derecho procesal 
penal.  
Es por ello la importancia que ha ganado este mecanismo de descargo 
procesal llamado principio de oportunidad, dado que la doctrina en su mayoría lo 
ha adoptado como un medio capaz de cumplir con su finalidad el cual es la 
economía procesal.  
Desde esta arista, entonces, primigeniamente tenemos al principio de 
oportunidad como una facultad propia y exclusiva de los representantes del 
Ministerio Público como persecutores de acciones delictivas y protectores de los 
intereses de la sociedad. Será incorrecto asumir que este criterio también podrá 
ser asumido por el Juez aunque sin desconocer que también pueda producirse un 
acuerdo reparatorio bajo su supervisión, tal como se verá más adelante ( intra 
proceso). 
El principio de oportunidad como Política Estatal. 
Podemos entender por principio de oportunidad como la protestad que tiene el 
Estado representado por la Fiscalía para hacer uso del derecho procesal penal, 
dados fundamentos otorgados por la teoría criminal y procesal, a no iniciar o 
suspender por un periodo determinado la acción penal hasta que se haga 
definitivo cuando cumpla con su finalidad, y todo ello antes de un proceso penal o 
de una sentencia que genere antecedentes a un imputa por un delito de menor 
envergadura.  
Cabe tener presente que al tomar conocimiento de hechos delictivos, podría 
optarse por no iniciarse o suspenderse la acción penal gracias al principio de 
oportunidad, por diversas razones entre ellas: por el interés de los litigantes, por 
economía procesal, porque así se evita usar mayores recursos. Siendo que al 
aplicar el principio de oportunidad se pondrá en práctica diversos criterios que 
podrá asumir el Fiscala frente a un caso para que pueda solucionarse de la 
manera más pronta.  
Las posiciones anteriores permiten analizar el interés estatal que existe para 




legisladores integrar esta institución procesal en el ordenamiento jurídico peruano, 
sino que existe un trasfondo político en su adopción.  
Esto no es tan simple de asimilar, pareciese obvio que toda institución 
procesal deba mostrar utilidad en su aplicación práctica dirigida a favorecer el 
desarrollo de un proceso judicial que alcance los estándares de justicia 
reclamados por la sociedad en general. Pero debemos señalar, al menos por lo 
pronto, que en esta institución procesal la utilidad como fundamento de su 
aplicación asume quizá el mayor de sus argumentos para justificar su adopción. 
Lo anterior podemos encontrarlo en la siguiente apreciación: “Entonces 
tenemos que el principio de oportunidad es una herramienta  procesal que va en 
contra del principio de legalidad de manera excepcional, por el cual el Fiscal tiene 
la facultad de decidir si da o no inicio a la actividad jurisdiccional penal, pudiendo 
solucionar el conflicto con un acto diferente al de una sentencia teniendo como 
sustento de dicha decisión la falta de necesidad de la pena, así como el 
cumplimiento de los demás requisitos que estable la Ley, todo ello sustentado en 
la necesidad de minimizar la sobrecarga laboral, y, a la vez darle solución pronta 
a un conflicto que aqueja a una persona, quien lo que necesita es el resarcimiento 
del daño causado.  
Luego, observamos en base al pensamiento anterior que el principio de 
oportunidad es opuesto al principio de legalidad procesal, al menos en esta 
opinión particular. Por ello, tendrá que existir una razón que permita justificar esta 
aparente contravención dogmática procesal entre ambas instituciones, 
exactamente como lo describe el profesor citado, la congestión procesal y 
penitenciaria es un contundente argumento de adopción. Por tanto, ya advertimos 
el fundamento de adopción y su trascendencia de justificación en tanto la 
existencia del conflicto de las dos instituciones antes mencionadas: legalidad 




El principio de oportunidad como preponderancia del interés 
particular. 
No se debe tener la primesa cerrada y cesgada que el principio de oportunidad 
atenta contra el interes social, por el contrario al existir una persona con un bien 
juridico vulnerado, siendo que el sistema le da la opción de atraves de este medio 
de descarga procesal darle solucion a su problema de manera rapida y efectiva, 
que si bien es cierto esxiste la conmision de un delito que afecta al interrees 
social, cuando ya se resarce el daño de la victima queda en unsegundo plano el 
interes social puesto que el interies particular lleno ese vacio.  
Conforme a lo anterior, entonces, no sólo existe un interés estatal en la 
adopción del principio de oportunidad, sino también un interés particular que en la 
aplicación de esta institución procesal incluso supedita el interés general osocial. 
Esto último se entiende de la siguiente manera, el Derecho Penal como parte del 
Derecho Público reposa en intereses sociales, de ahí que el persecutor del delito 
no sea un sujeto particular, salvo en las querellas.  
Debe comprenderse que producido un delito existe un interés social que 
exije se aplique una pena a dicha conducta delictiva. Pero nótese, sin embargo, 
que en la aplicación del principio de oportunidad este interés social es dejado de 
lado y pasa en su lugar a regir el interés del sujeto afectado directamente por el 
delito -agraviado-, y ya no el resto de la sociedad. 
Esto permite entender cómo es que el interés particular prepondera sobre el 
interés estatal por lo menos en el contexto en particular, pues es fáctible asumir 
que ese interés particular no hubiera tenido tal preponderancia si acaso no se lo 
hubiese permitido el interés estatal en su legislación. 
Por esto último, la preponderancia del interés particular sobre el interés 
social o colectivo es una realidad parcial que es necesario se entienda y se 
analice en su contexto completo, y en su génesis de integración en el sistema 
jurídico nacional. 
El presente mecanismo de descarga procesal, como medio para la 




busca que se eviten numerosos procesos por delitos de pena ínfima, es así que se 
tiene conocimiento general que ya muchos países vienen aplicando este medio y les 
funciona como medio de descarga procesal evitando así congestionamiento procesal.  
Como antecedente a lo anterior, “su fundamento ya se encontraba sustento 
en la posición de Jeremy Bentham; quien señalaba que no era pertinente infringir 
o imponer condena en cuatro casos: 
 
1.- Cuando la pena no estuviera debidamente sustentada o tenía mal fundamento. 
2.- Cuando la imposición de la pena resultare ineficaz. 
3.- Si es que la sanción a señalar fuera superflua. 
4.- Cuando la pena resultara demasiada dispendiosos ”De La Cruz(2007, p. 157). 
Esta es una primera aproximación del desarrollo dogmático del principio de 
oportunidad pues ya tenemos entendido que su fundamento descansa en su 
utilidad, la preponderancia parcial de un interés particular pero que únicamente 
podrá entenderse en delitos en particular como los de bagatela, o por lo menos 
ello tenemos como antecedente (corresponderá analizar en otro apartado si estas 
afirmaciones fluyen en nuestra actual normatividad). De esta forma comienza a 
limitarse la aplicación del principio de oportunidad en supuestos específicos y 
creemos acertado esta acepción dada que una aplicación indistinta podría 
generar dificultades. 
En esta medida, se ha asumido que la naturaleza jurídica del principio 
oportunidad tiene una doble comprensión normativa. Por un lado, en sentido 
estrictamente procesal, como criterios que permiten funcionalizar la administración de 
justicia penal, edificando un modelo procesal constitucional que se enmarca en un 
doble proceso sin dilaciones indebidas y con celeridad procesal. 
Por otro lado, en un sentido argumentativo más amplio, se entiende que por las 
misma realidad social en la que vivimos el legislador se ha visto en la obligación de 
establecer como delito varias conductas; sin embargo, el mismo legislador tiene  la 
facultas de despenalizar ciertas conductas menos gravosas dada la sobrecarga 




Respecto al principio de oportunidad, en doctrina se distinguen dos sistemas 
de regulación:  
- Sistema de oportunidad libre y   
- Sistema de oportunidad reglado. 
Sistemas del principio de oportunidad. 
a. Sistema de oportunidad libre 
Este sistema es de corte anglosajón, su principal característica es que el Fiscal 
tiene amplia discreción para decidir si realiza la acción penal o no, lo cual si es 
totalmente contradictorio con el principio de legalidad, porque da un amplio 
margen a la discrecionalidad sin establecer ninguna regla.    
Habíamos mencionado en párrafos anteriores respecto de los límites que 
tendría el principio de oportunidad. En un sistema libre asúmase que no habrá 
tales restricciones, en aquella situación no habrá mayor problema en la discreción 
de un fiscal para aplicar este mecanismo procesal. Aquí pareciese que se 
observará cómo es que el interés particular prima sobre el interés social de 
persecución, aun cuando este faculta su existencia, en términos metafóricos, se 
comprenderá que el interés social está supeditado al interés particular, y éste se 
sirve del primero, lo utiliza, se aprovecha y una vez obtenido su permiso se 
desenvuelve según su antojo. 
No obstante, lo anterior no es tan exacto pues queda aún en manos del 
interés social determinar si acaso se recurrirá al principio de oportunidad. Este 
interés social queda representado por la facultad del fiscal de recurrir a este 
mecanismo procesal, y más aún en este tipo de sistema la opinión de la víctima 
no es de acatamiento obligatorio.  
Empero, en el supuesto de la aplicación del principio de oportunidad 
acontece en cualquier delito sin restricción alguna aquí podemos sostener que si 
bien existirá un interés social formal por la facultades del fiscal, esto puede 




absoluta discrecionalidad (personal) del fiscal, abandonándose el interés social en 
procura absoluta de uno particular (sino es del fiscal por lo menos de la víctima). 
Por lo anterior, la Corte Suprema de Estados Unidos en sus fallos ha 
determinado que la discrecionalidad del fiscal está limitada constitucionalmente 
por el principio de la igualdad ante la ley, precisamente, en la igualdad en la 
aplicación de la ley, el que forma parte del proceso legalmente debido. Por ello, la 
decisión de acusar selectivamente no puede basarse en estándares injustificados 
como la raza, la religión o cualquier otra de estas clasificaciones Muñoz (2006, p. 
194).  
Finalmente, se observa cómo es que, sea un tipo de sistema u otro, lo que 
se evita es siempre la preponderancia de un interés particular sobre el estatal, 
siendo que la principal diferencia se evidencia en los delitos que serán posibles de 
solucionarse con esta institución. 
b. Sistema de oportunidad reglado 
El sistema de oportunidad reglado, rige en países europeos como Alemania, Italia, 
Francia, Holanda, Portugal, España entre otros; se caracteriza por darle la 
posibilidad al Fiscal de ejercitar la acción penal o no, bajo ciertas reglas o requisitos 
que la misma Ley establece, con lo cual no se estaría afectando principio de 
Legalidad de manera amplia.  
En esta última apreciación observamos cómo es que se vincula la 
protección de la equidad mediante la exigencia de regulación normativa de esta 
institución procesal. Aspecto que aún en los sistemas libres no ha sido 
despreocupado, pero que han sido expuestos en pronunciamientos 
jurisprudenciales, y no así en la ley de forma clara, exacta y precisa. 
Cabe advertir que este sistema es propio del derecho europeo continental, 
de raíces del derecho romano y germano, y en ello reposa la lógica que la 
principal fuente termina siendo la ley y no la jurisprudencia. Entonces, como 
quiera que es la ley el “actor principal” dentro del sistema jurídico resulta 
inconcebible la adopción de este principio sin limitaciones cuidadas y dispuestas 




Discusión dogmática sobre la adopción del Principio de 
oportunidad. 
De lo señalado en párrafos anteriores podemos advertir dos cosas. En un primer 
momento, la reacción penal debe aplicarse para todos los casos sin distinción 
alguna; o bien puede optarse en qué casos se provoca esta actividad, siendo esta 
actividad propia del principio de oportunidad; y la primera, pertenece al principio 
de legalidad. 
Siendo un límite impuesto a los Estados, por tanto también puede 
constituirse en una obligación de cumplimiento de tipificar y sancionar conductas 
que el legislador ha previsto como incompatibles en el ordenamiento jurídico y 
que tuvieran relevancia penal. Evidentemente el principio de oportunidad suprime 
esta previsión del legislador y deja de sancionar dichas conductas, generándose 
por tanto un aparente conflicto entre el principio de legalidad y el principio de 
oportunidad. 
De lo anterior es posible indicar que de confrontar el principio de legalidad 
con el principio de oportunidad, cabe mencionar que el principio de oportunidad 
aparece como una excepción a la regla dado la facultad que el iuspudiendi del 
Estado, eso implica que se va a solucionar un conflicto dándole una  opción 
diferente al imputado y de no complicarla se le iniciará el proceso legal 
correspondiente.  
Coincide la doctrina en señalar que el principio de oportunidad se constituye 
como una excepción al principio de legalidad. Se señala que la regla general de 
nuestro sistema procesal es el Principio de legalidad: corresponde al Ministerio 
Público instar obligatoriamente la acción de la justicia penal cuando tenga 
conocimiento de la perpetración de un delito y existan mínimos fundamentos 
racionales de su comisión.  
En igual sentido se pronuncia Peña Cabrera, destacando el carácter 
utilitario del principio de oportunidad para sostener su validez e incorporación 
como excepción en los sistemas jurídicos. Fundamenta su posición en lo 




del principio de oportunidad en el principio de legalidad, en tanto y en cuanto es 
finalmente la ley quien determina el funcionamiento del principio de oportunidad y 
los supuestos en los que este se desarrollará. Así sostiene, en base a Gimeno 
Sendra, que: “la admisión del principio de oportunidad viene entendida como parte 
del principio de legalidad, siendo compatibles ambos principios” Peña (2012, p. 
244). 
Esta calificación como “excepcionalidad” nada dice respecto de la 
afectación al principio de legalidad. Por el contrario, lo único que se hace es 
resaltar la utilidad que pudiese tener la integración del principio de oportunidad en 
un sistema jurídico determinado.  
No obstante, un fundamento que sí alcanzamos a compartir con el profesor 
Peña Cabrera Freyre, es el referido a la forma de concebir el modelo de Justicia 
Penal. 
Expone el profesor Peña Cabrera que en un modelo de justicia clásico no 
puede existir delito que no genere una sanción. Esta idea nace en la concepción 
de la teoría retributiva de la pena, entendida como la estabilización del sistema 
social mediante el castigo que recae sobre la persona: un mal por mal. Y ante la 
existencia del mal primero, teniendo la pena una función retributiva, es 
inconcebible que se deje de castigar la conducta delictiva, y con ello se valida el 
principio de legalidad Peña (2009, p. 152-155).  
De ahí que, la aplicación de una pena a hechos punibles no merecedores 
de aquella, en vez de afianzar los lazos sociales comunitarios y la confianza en el 
orden jurídico, produce todo lo contrario, la comunidad entera rechaza la pena por 
considerarla injustificada. 
Por lo anterior, no podría pensarse que el principio de oportunidad afecte en 
sí misma una concepción democrática y utilitaria del principio de legalidad, sino 
acaso una óptica perjudicial de comprensión del principio de legalidad, no habría 
afectación de aquello que ya estaría dañado. 
Volviendo a las críticas, se tiene que muchos piensan que el principio de 




lado la función preventiva del derecho penal, pues no solo aplicando una pena 
prevés un delito o lo solucionas, sino también hay otras formas novedosas y 
menos lesivas que ayudan a loa solución de conflictos.  
Finalmente, debemos advertir que el Congreso de las Naciones Unidas 
emitió recomendaciones que bien permitiría relacionarse con la aplicación del 
principio de oportunidad. Así en el décimo Congreso de las Naciones Unidas 
sobre la Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente; Por lo que este ente 
internacional lejos de adoptar las críticas al principio de oportunidad, ha 
recomendado la adopción de criterios que permitan una solución rápida y eficaz 
para solución del conflicto. 
El principio de oportunidad en el ordenamiento jurídico peruano. 
a) El principio de oportunidad en el D.L. Nº 638 
El principio de oportunidad se encontraba plasmado en el artículo 2º del Decreto 
Legislativo Nº 638, modificado por la Ley Nº 27072, según el cual se permitía su 
aplicación sólo con el consentimiento expreso del imputado, lo cual no implicaba 
necesariamente la aceptación de su culpabilidad.  
El primer condicionamiento para la aplicación del principio de oportunidad -
inciso primero- exigía que el propio agente sea afectado por las consecuencias 
del delito y en su caso la pena resulte inapropiada.  
La Circular Nº 006-95-MP-FN en su artículo octavo en el inciso a) establecía 
que: “el delito cometido, objeto de esta renuncia al ejercicio de la acción penal, 
puede ser doloso o culposo. De preferencia la abstención del ejercicio de la 
acción penal estará limitado a los delitos de escasa o relativa gravedad”.  
En este supuesto debe acontecer que el agente por su propio actuar 
delictivo reciba el daño directamente de sus bienes jurídicos, o acaso algún 
miembro de su entorno familiar directo resulta ser víctima del injusto penal razón 
por la que la afectación se extendería al mismo sujeto activo. 
Creemos correcto esta disposición pues si ya existe un daño al sujeto 




daño causado con su propio obrar mediante la imposición de una pena. Salvo que 
se tenga como base una concepción retributiva de la pena, no compatible con un 
Estado Social y Democrático. 
No obstante lo anterior, se debe separar de esta premisa los casos en los 
que las personas decidieron causarse a si mismo y pudieron prever el daño, estos 
son los casos cuando utilizan explosivos o automutilación.  
Debiendo recurrirse, en consecuencia, al artículo 8º literal d) del Circular Nº 
0006-95-MP-FN para valorar objetivamente los casos en que el autor tenga poder 
y conocimiento especial. 
En el artículo segundo se exponía la consideración de una afectación 
irrelevante, o no grave, al interés público. Se añadió también un supuesto que, 
como se verá en el análisis del nuevo Código Procesal Penal, se suprimió, nos 
referimos a la poca frecuencia de la comisión del ilícito.  
Creemos que era impertinente el uso de este supuesto para la aplicación 
del principio de oportunidad, siendo que la poca frecuencia en la comisión de un 
hecho delictivo no puede significar per seque no afecte gravemente el interés 
público, razón por la que creemos acertada su supresión en el nuevo Código 
Procesal Penal.  
Cabe advertir que la consideración de “grave afectación al interés público” 
termina allí cuando la misma norma señala que en los supuestos que la pena 
mínima sea mayor de dos años de pena privativa de libertad ya no será posible su 
aplicación, siendo, entonces, un parámetro legal de valoración de la afectación al 
interés público, como lo es también una ejecución de funcionario público. 
Para la valoración del interés público, el Fiscal debe considerar aquellas 
circunstancias que determinan la finalidad de la pena, esto es la previsión del 
artículo 46º del Código Penal, la causas de justificativas incompletas, previstas en 
el artículo 20º concordante con el artículo 21º, de tal forma que si concurren 
copulativamente estos presupuestos podrá calificarse que el interés público no ha 
sido calificado lo suficiente para el inicio de la persecución penal. Esto se 




El inciso tercero del artículo dos señala otro supuesto de aplicación del 
principio de oportunidad, esto se produce cuando estamos frente a la “mínima 
culpabilidad del agente”. Para una interpretación integral debe recurrirse al 
artículo décimo segundo de la Circular Nº 006-95-MP-FN que establece la 
existencia de este supuesto cuando: a) existan causas atenuantes que permitan 
una rebaja sustancial de la pena; causas de inculpabilidad incompleta el error y 
arrepentimiento activo; y b) cuando el sujeto haya actuado en calidad de cómplice 
secundario. 
Por otro lado, para el supuesto de realización del funcionario público como 
autor del delito, precisamente este debe ser realizado en su calidad de funcionario 
público, esto es, que al tiempo de la comisión del delito el sujeto debe tener la 
calidad de funcionario público y el delito debe estar en el contexto de ejercicio de 
sus funciones. 
Queda sujeto a la aplicación del principio de oportunidad la reparación civil 
del daño que ha ocasionado o en su caso haya acordado el cumplimiento futuro 
de reparación civil con la víctima, nada tiene que ver la forma en la reparación 
civil, pues finalmente termina siendo reparación, lo que la norma quiere señalar es 
el momento en el cual se deberá reparar el daño. 
b) El principio de oportunidad en el D.L. Nº 957 (regulación actual) 
En la aplicación del nuevo sistema penal que propicie la sustanciación de 
procesos conforme a los principios de celeridad y eficacia procesal, resultaba 
trascendente la regulación e impulso de figuras procesales que coadyuven a este 
fin. 
De esta forma, en el Nuevo Código Procesal Penal también se regula dicho 
principio en su artículo segundo, otorgando en comparación a la norma 
precedente, mayores facultades al Ministerio Público para su aplicación. Cuya 
vigencia es a partir de la publicación de la Ley N° 30076, el 19 de agosto de 2013. 
Así, se permite que el Ministerio Público pueda ejercer el principio de 
oportunidad a pedido del imputado, cuando concurran las circunstancias que la 




representante del Ministerio Público en tanto defensor de la legalidad, titular de la 
acción penal y persecutor del hecho ilícito. 
Se prevé como primera circunstancia: "Cuando el agente haya sido afectado 
gravemente por las consecuencias de su delito, culposo o doloso…". Es evidente 
el cambio en comparación a la normativa anterior, en el nuevo Código Procesal 
Penal se deja abierta la posibilidad de aplicar el principio de oportunidad sin que 
importe para esto el aspecto subjetivo del delito, aunque sostenemos que el dolo 
o culpa se dirige a la determinación del delito y no al auto-daño como 
consecuencias del delito. Finalmente esto representa una positivización de la 
Circular Nº 006-95-MP-FN señalado anteriormente. 
Tenemos como otra de las diferencias con la regulación actual del principio 
de oportunidad, es que se podrá aplicar a aquellos delitos que no afecten 
gravemente el interés público, que el extremo mínimo de la pena no sea mayor a 
dos años de pena privativa a de la libertad y que no sea cometido por funcionario 
público.  
Se dejó de lado la aplicación del derecho penal es decir el poder del control 
social para aquellos casos que resulten definitivamente necesario por el costo que 
ellos implica, utilizando otros medios como el principio de oportunidad para 
aquellos casos que no afecten gravemente el interés público.  
Por su parte, tenemos que no será posible aplicar el principio de 
oportunidad cuando el extremo mínimo de la pena sea superior a los dos años de 
pena privativa de la libertad. Sin embargo, también se establece que no será 
posible cuando se trate de un delito conminado con una sanción superior a cuatro 
años de pena privativa de libertad o cometido por un funcionario público en el ejercicio 
de su cargo. 
De la lectura se tiene que los delitos que pueden ser aplicables al principio de 
oportunidad son los que tengan como marco legal entre dos a cuatro años de pena 
privativa de la libertad, salvo que se trate de funcionarios públicos.  Sin embargo, nos 
preguntamos ¿qué pasa si se trata de un delito conminado con una sanción no 
superior a 4 años de pena privativa de libertad, pero que aplicándole las 




el literal c, resulta que la pena a imponerse es inferior al mínimo legal, aunque este 
sea superior a 2 años de pena privativa de la libertad? En ese caso, se podría 
argumentar que es posible aplicar el principio de oportunidad al amparo del literal a, 
pero no sería posible según el literal b, por tanto habría una contradicción. 
Trámite del Principio de oportunidad. 
Trámite del Principio de oportunidad conforme a la regulación del D.L. 
Nº 638. 
La normativa anterior (como la actual) ha dado dos límites procesales a la 
aplicación de este principio. Cuando la denuncia penal esta en la esfera de 
investigación por parte del Ministerio Público, el que ha de adoptar cualquier 
decisión discrecional, viene a ser únicamente el Fiscal Provincial; pero cuando ya 
el proceso pasa a la etapa posterior a la investigación fiscal, es decir en la etapa 
de instrucción, quien ha de decidir es el Juez en lo penal, con la salvedad que no 
puede resolverla y archivar de oficio sino que ha de estarse al pedido del Fiscal 
Provincial. En ambos casos, siempre tendrá que respetarse la presunción de 
inocencia, y en procura del cuidado al derecho de defensa se ha de recabar 
expresamente el consentimiento del imputado De La Cruz (2007, p. 156). 
Así, habíamos sostenido que el fiscal puede tener hasta dos momentos para 
aplicar el principio de oportunidad: a) antes de la formulación de la denuncia penal 
(pre judicial); b) luego de haber formalizado denuncia penal hasta antes de la 
acusación (judicial). 
 
a) Etapa pre judicial 
 
Luego de que el Fiscal determina la viabilidad para la aplicación del principio de 
oportunidad, emitirá una resolución motivada donde determinará que los hechos 
imputados pueden ser pasibles de la aplicación de este instituto procesal penal, 
para lo cual tendrá un plazo de diez días calendarios de conocido la notitiacriminis 





Posterior a la emisión de la resolución motivada el fiscal tendrá un plazo 
máximo de diez para emplazar al investigado para que concurra a manifestar su 
aceptación o negativa respecto a la aplicación del principio de oportunidad 
(artículo 9º Resolución Nº 1470-2005-MP-FN). Dicha manifestación puede ser 
expresada de forma verbal o escrita mediante firma legalizada.  
 
Transcurrido 48 horas emplazará a las partes involucradas en la 
investigación para que se lleve a cabo la Audiencia Única de Conciliación, que 
deberá realizarse en un plazo no mayor de diez días calendarios de haberse 
concretado el emplazamiento a las partes.  
 
En caso de inasistencia de las partes emplazadas, se convocará a una 
segunda audiencia, y de persistirse la ausencia de alguna de las partes, el fiscal 
expedirá una resolución expresando ello y proseguirá conforme a sus atribuciones 
(artículo 12º.1 y 12º.2 Resolución Nº 1470-2005-MP-FN), esto es, la investigación 
o penal o su judicialización. 
 
En caso de asistencia de las partes el Fiscal se convertirá en un mediador 
para que las partes lleguen a un efectivo acuerdo de reparación civil, pero no 
existir acuerdo será el fiscal el legitimado para determinar el monto y la forma de 
pago, dando un plazo máximo de 6 meses para el pago de la reparación civil 
(artículo 15º Resolución Nº 1470-2005-MP-FN). 
 
De llevarse a cabo el principio de oportunidad sin conformidad del agraviado 
se elevará los actuados en consulta a la Fiscalía Superior Penal de Turno, si el 
Fiscal Superior desaprueba la aplicación, el fiscal provincial deberá continuar la 
investigación. 
 
Si el obligado no cumpliese el pago de la reparación civil se notificará 
requiriéndole el cumplimiento de su obligación, bajo apercibimiento de 
revocamiento de la resolución fiscal (artículo 17º Resolución Nº 1470-2005-MP-




provincial actuará de acuerdo a sus atribuciones. En el caso de cumplirse el pago 
el fiscal deberá abstener al ejercicio de la acción penal. 
 
b) Etapa judicial 
 
De haberse ejercido la acción penal, a pedido del fiscal o de la parte agraviada, el 
Juez podrá emitir auto que determine el sobreseimiento, por medio de la 
aplicación del principio de oportunidad deberá tenerse en cuenta el trámite 
establecido por la Resolución Nº 1470-2005-MP-FN para la etapa pre-judicial. 
 
Trámite del Principio de oportunidad conforme a la regulación del D.L. 
Nº 957 y el Reglamento de Aplicación del Principio de Oportunidad 
(legislación vigente). 
 
Al igual que en el caso anterior, el procedimiento a seguir dependerá en que face 
de la investigación el fiscal lleve a cabo el principio de oportunidad: a) antes de 
emitir la Disposición de Formalización de Investigación Preparatoria; y b) después 
de emitir la Disposición de Formalización de Investigación Preparatoria. 
 
a) Antes de emitir la Disposición de Formalización de Investigación Preparatoria 
 
El fiscal de oficio o a pedido del imputado, pero con el consentimiento de este, 
podrá abstener de ejercitar la acción penal cuando se encontrara en cualquier de 
los presupuestos, siendo fundamental el pago de los daños y perjuicio causado. 
 
El Fiscal, si considera procedente el Principio de Oportunidad, emitirá el 
documento pertinente para convocar a los involucrados, a fin de llevar a cabo la 
Audiencia Única del Principio de Oportunidad. Para tales efectos, el Fiscal podrá 
convocar a las partes hasta en dos oportunidades, de ser el caso. 
 
Una vez que el Fiscal cita al imputado y al agraviado a la Audiencia Única 






a) Ante la inconcurrencia de las partes o alguna de ellas, el Fiscal dejará 
constancia en el acta respectiva, pudiendo en dicho acto señalar la fecha y 
hora para una segunda citación, de ser necesario. 
 
b) Si en la segunda citación no asiste el imputado, el Fiscal procederá 
conforme a sus facultades; en el caso que no asista el agraviado pero 
concurra el imputado, excepcionalmente, si el Fiscal cuenta con los 
elementos suficientes para determinar el monto de reparación civil, lo fijará 
razonablemente. 
 
c) En caso que las partes asistan a la Audiencia Única de Principio de 
Oportunidad, el Fiscal instara que las partes se pongan de acuerdo 
respecto al monto de la Reparación Civil, forma de pago, plazo, el o los 
obligados, y cualquier tipo de compensación, si correspondiera y así se 
acordará. 
 
d) En el supuesto que las partes lleguen a un acuerdo, el Fiscal dejará 
constancia en el acta de los extremos del mismo, detallando el modo y 
forma en que deberán ser cumplidos; para llegar al acuerdo bastará con el 
consentimiento del imputado a efecto de acogerse al Principio de 
Oportunidad. 
 
Cuando las partes acuerden en Audiencia el plazo del pago de la 
Reparación Civil, el Fiscal procurará que el mismo sea lo más breve posible y no 
exceda de los nueve meses; en el supuesto que dicho plazo sea fijado por el 
Fiscal, podrá ser establecido de acuerdo a las circunstancias del caso, el mismo, 
que no podrá ser superior a nueve meses. En ambos casos la Disposición o 





En caso que las partes, lleguen a un acuerdo y este conste en documento 
público o documento privado legalizado notarialmente, el Fiscal emitirá la 
Disposición de la abstención de la acción penal. 
 
b) Después de emitir la Disposición de Formalización de Investigación 
Preparatoria 
 
La aplicación del principio de oportunidad lo solicita el Ministerio Público o el 
imputado una vez que se haya formalizado la investigación preparatoria, mientras 
no haya culminado la investigación preparatoria (hasta antes de emitir acusación). 
En este supuesto el juez de investigación preparatoria decide sobre la aplicación 
del principio de oportunidad previa audiencia. 
 
La concesión del principio de oportunidad requerirá la opinión favorable del 
fiscal. Dicha decisión es inimpugnable, salvo que se cuestione el monto de la 
reparación civil.  
 
Cumplimiento de obligación (el pago) 
 
Conforme lo señala Osterling Parodi y Castillo Freyre, el pago puede definirse 
como el medio ideal de extinción de las obligaciones; implica la ejecución de la 
obligación en las condiciones convenidas en su origen, es decir el cumplimiento 
dentro de los términos previstos; precisando que pagar es actuar conforme a lo 
debido y es llegar al destino natural de toda obligación. 
 
En la misma línea, Northcote Sandoval señala que el pago es el medio de 
extinción natural de una obligación; agregando que al formarse la relación 
obligacional entre un acreedor y un deudor, la finalidad que persiguen ambas 
partes es que la obligación sea pagada. 
 
Ahora, si bien es cierto, el pago (artículo 1220° del Código Civil) extingue 
una obligación, esta no es la única forma, pues nuestro ordenamiento legal 




y siguientes), la compensación (artículo 1288° del Código Civil y siguientes), la 
condonación (artículo 1295°  del Código Civil y siguientes), la consolidación 
(artículo 1300° del Código Civil y siguiente) y el mutuo disenso (artículo 1313° del 
Código Civil y siguientes), también son formas de extinguir una obligación. Sin 
embargo, la nuestra civil distingue entre el pago y estos medios de extinguir la 
obligación.  
 
De acuerdo a lo antes señalado, el Código Civil regula el tema del pago en 
su artículo 1220° del Código Civil, el mismo que señala: “Se entiende efectuado el 
pago sólo cuando se ha ejecutado íntegramente la prestación”. Así, se debe 
entender que para que la prestación (obligación) sea considerada como cumplida 
o ejecutada, el deudor tiene que pagar el íntegro de la misma y de la forma que 
fue pactada con el acreedor. Asimismo, se puede entender que el deudor que 
solo cumple con parte de su obligación, nos llevará al tema del cumplimiento 
parcial, esto es, cumplió con parte de su obligación e incumplió la otra parte, 
supuesto que, de ninguna manera, implica la ejecución de la obligación, pues un 
cumplimiento parcial, tardío o defectuoso no puede considerarse pago.  
 
De lo antes expuesto es de apreciarse que el cumplimiento de pago está 
revestido del principio de integridad, el mismo que busca proteger al acreedor del 
incumplimiento del deudor y así considerar una obligación ejecutada cuando se 
realice íntegramente.  
 
Ahora, es importante precisar que si bien el deudor es quien debe cumplir 
con su obligación ante el acreedor, nuestro ordenamiento civil ha regulado la 
figura del pago realizado por tercero (artículo 1222°); situación que es válida salvo 
que la naturaleza de la obligación impida que el pago sea realizado por un 
tercero.      
 






a) Preexistencia de una obligación; es decir, que el pago solo puede 
realizarse sobre aquello que se debe. Entendiéndose por este requisito una 
verdadera exigencia, pues no puede haber un pago de aquello que no 
existe.  
 
b) Que la prestación se efectúe con animus solvendi; es decir, la intención de 
pagar. 
 
c) Que se pague aquello que se debe; es decir, el deudor se obliga a cumplir 
con la prestación acordada y no otra. Este supuesto se encuentra regulado 
en el artículo 1132° del Código Civil, el mismo que establece que: "El 
acreedor de bien cierto no puede ser obligado a recibir otro, aunque éste 
sea de mayor valor." De este texto se desprende que este requisito de 
pago que busca proteger al acreedor de recibir lo que le corresponde, 
puede eliminarse si es que el mismo acreedor consciente de que se pague 
de una manera distinta a la convenida.   
 
d) Que se pague integralmente lo debido; bajo es este requisito, el acreedor 
puede negarse a recibir parcialmente la prestación por parte del deudor 
conforme lo establece el artículo 1221º del Código Civil: “No puede 
compelerse al acreedor a recibir parcialmente la prestación objeto de la 
obligación, a menos que la ley o el contrato lo autoricen.” Sin embargo, es 
importante precisar que lo dispuesto por aquella norma es vigente en tanto 
se trata de momentos inmediatos previos a la verificación o ejecución de 
dicho pago; en otras palabras, no se aplica, por razones obvias, luego de 
verificado el pago parcial. En este caso no cabría negativa alguna a su 
recepción, pues él ya se habría verificado. 
 
Es importante mencionar que la carga de probar el pago viene por cuenta 
de quien señala haber cumplido la obligación, es decir, es el deudor quien debe 
probar que cumplió con su obligación. Esta situación antes señalada se encuentra 
regulada en el lo artículo 1229° del Código Civil: “La prueba del pago incumbe a 




En la línea de lo antes señalado, el artículo 1230° del Código Civil establece 
que: “El deudor puede retener el pago mientras no le sea otorgado el recibo 
correspondiente.” En otras palabras, existe la obligación de parte del acreedor de 
entregar constancia o recibo respectivo de cuándo le es efectuado el pago de la 
obligación y el deudor puede retener el pago mientras no se le haga entrega del 
recibo correspondiente.  
 
En virtud de lo mencionado en párrafos precedentes, el pago es un medio 
que tiene la finalidad de extinguir una obligación y que para que sea considerado 
como cumplido o eficaz, se requiere del cumplimiento de una serie de elementos 
o requisitos. Si bien es cierto al cumplimiento del pago lo reviste el principio de 
integridad, este tiene su limitación en lo establecido en el artículo 1221º del 
Código Civil. 
1.3. Marco espacial  
El presente trabajo de investigación se ha realizado en el Callao, específicamente 
en el Distrito Fiscal del Callao.  
1.4. Marco temporal  
La presente investigación se ha realizado sobre los casos ingresados durante el 
año 2018.   
1.5. Contextualización 
La presente investigación se ha realizado en un momento en el cual la carga 
procesal ha superado en demasía los niveles normales, no pudiéndose 
sobrellevar, ni cumplir con la resolución de casos en la medida que se desearía, 
siendo importante darle solución a la considerable cantidad de casos que están  a 
la espera de ser resueltos, y que así no se genere impunidad, puesto que en 
nuestra actualidad el grado de criminalidad va en aumento, siendo trascendente la 




























2.1. Aproximación temática: observaciones, estudios relacionados, 
preguntas orientadoras 
En el presente trabajo de investigación se busca estudiar el incumpliendo de pago 
como factor de inaplicación del principio de oportunidad en el Distrito Fiscal del 
Callao 2018, puesto que ello actualmente viene generando una sobrecarga 
laboral en las Fiscalías Provinciales Penales, tal  como se puede apreciar de la 
revisión de las Carpetas Fiscales que se encuentran en las Fiscalías Provinciales 
Penales a la espera de la aplicación del principio de oportunidad de manera 
eficiente, por lo cual, a través de este trabajo de investigación se busca darle 
solución a esta problemática a través de una propuesta normativa que haga que 
este mecanismo de descarga procesal se efectivice.     
2.2. Formulación del Problema de Investigación  
Uno de los problemas que más aqueja a nuestra sociedad es el retardo en la 
solución de conflictos por partes de nuestros operadores judiciales, de ahí que la 
frase “la demora de la justicia significa injusticia” sintetice de mejor forma la arista 
de este connotado problema. 
Vasquez (1997) señala que: “Problema que no sólo se reflejaba en la 
preocupación de nuestra sociedad, sino que se ha extendido también a otros 
países. Como ejemplo de lo anterior, Vásquez, procesalista argentino, 
describiendo la realidad judicial de su país señala: “Uno de los primeros datos que 
nos da la actual realidad, es el de que la mayoría de los tribunales aparecen 
desbordados por un cúmulo de asuntos que rebasa toda posibilidad adecuada de 
consideración” (p. 504). 
Este problema no es banal, pues un mayor número de casos judiciales 
asignados a tan pocos tribunales genera dos grandes problemas. Por un lado, la 
sobrecarga genera delación procesal e impunidad, pues los procesos duran 
tiempos extremadamente numerosos, y al final de cuentas, los verdaderos 
culpables se sustraen al ámbito de la punición Peña (2012, p. 239). 
Por otro lado, dicha carga procesal también genera decisiones 




solución de controversias, en estos casos, no es cuestión del azar, ni problema 
que tiene como centro la deficiencia aptitudinal de los magistrados, sino que, al 
menos en este contexto, el problema se lo debemos a la carga procesal. 
Apartándonos de una concepción que exija más tribunales para esta 
problemática, “pues no siempre un aumento cuantitativo de tribunales repara esta 
deficiencia” Vasquez (1997, p. 510),  las modernas corrientes reformistas han 
concebido como solución a este holocausto la integración de medidas alternativas 
al recurso de un largo proceso penal Rosas (2003, p. 230), en sí mismas sintética 
y que a su vez disminuyen, por lo menos a nivel de objetivo, el número de 
procesos judiciales penales que existen en nuestro sistema de justicia. 
Esa sería, entonces, la finalidad del principio de oportunidad, la razón de su 
existencia y adopción dentro de nuestra normativa peruana, mediante su 
adopción se lograría la tan ansiada paz social con el atributo expuesto en la 
siguiente frase: “Paz social sin antecedentes penales se lograrían con el principio 
de oportunidad”.  
No obstante los atributos de este mecanismo alternativo de solución de 
conflictos se viene observando una, por demás, intrigosa inaplicación y en su 
lugar se recurre al inicio de procesos judiciales, que en teoría se pretendían 
suprimir debido al malestar que causaban en la población, como ya se señaló. 
Lo dicho se ve reflejado en el reporte de estadística del Ministerio de 
Justicia sobre la aplicación del principio de oportunidad en los distritos judiciales 
donde se encuentra en vigencia el nuevo código procesal penal. Entre los años 
2006 y 2011 menos del cuatro por ciento del total de casos (39 434 casos de un 
total de 603, 312 casos) resueltos fueron a través de la aplicación del principio de 
oportunidad (Ministerio de Justicia, 2012). 
No es difícil imaginar la situación semejante que atraviesa la aplicación del 
principio de oportunidad en la regulación del Decreto Legislativo Nº 638 dado el 
contexto del sistema procesal en el que se desenvuelve, y que un Código 
Procesal Penal como el del 2004 que fue concebido para la expedición rauda de 





Por esta razón corresponde, a nuestro criterio, analizar el incumplimiento de 
pago como la causa principal por la cual no se está arribando a la aplicación del 
principio de oportunidad como medida rauda de solución de conflictos, si acaso 
esto se debe a un problema orgánico de aplicación, de cualidad en los operadores 
de justicia, de los medios dispuestos para su logro, o, más grave aún, a la validez 
de las críticas expuestas en contra de la si quiera existencia de este mecanismo 
de solución de conflicto. 
2.3. Justificación 
Los estudiosos del derecho, abogados, jueces, fiscales, académicos e incluso los 
mismos justiciables, todos los que nos encontramos de una u otra manera 
vinculados a la justicia penal requerimos del uso de mecanismos que nos 
permitan arribar a soluciones rápidas en las controversias sociales con relevancia 
jurídica, ello denota de forma palmaria la importancia de recurrir a la aplicación del 
principio de oportunidad.  
Luego, alcanzando los beneficios del principio de oportunidad permitirá 
generar costos reducidos de la inversión estatal en el servicio de justicia, en 
comparación a la cantidad de dinero que se invierte en la actualidad a efectos de 
atender los extensos procesos penales. En tal sentido, los beneficios del principio 
de oportunidad, justifican en sí mismo la necesidad de su estudio.  
Advirtiéndose una aplicación numérica no adecuada de este mecanismo, 
conlleva a identificar cuáles son los factores más relevantes que imposibilitan una 
aplicación extendida del principio de oportunidad, a fin de proyectar medidas que 
contrarresten dichos factores y con ello lograr la aplicación de este mecanismo 
alternativo de solución a fin de lograr una verdadera paz social.  
2.4. Relevancia 
El estudio del incumplimiento de pago como factor que incide en la aplicación del 
principio de oportunidad, se vincula obviamente a la relación directa que guarda 
con la descarga procesal; no obstante, conocedores de que dicha problemática ha 
sido tratada desde ópticas distintas a la puesta por el fiscal, el presente trabajo de 




2.5. Contribución   
El presente trabajo de investigación contribuye a determinar como el 
incumplimiento del pago incide en la inaplicación del principio de oportunidad, con 
lo cual no permite que este mecanismo de descarga procesal cumpla su finalidad, 
al determinar que el incumplimiento de pago es un factor que incide en que el 
principio de oportunidad no pueda aplicarse, se podrán tomar las medidas 
correctivas a fin de una correcta aplicación del principio de oportunidad y así no 
generar impunidad por casos que quedan sin resolver o que no se resuelven a 
tiempo.  
2.6. Problemas  
Problema general. 
¿El incumplimiento del pago es un factor de inaplicación del principio de 
oportunidad en el distrito fiscal del Callao 2018? 
Problemas específicos.  
- ¿Existe relación entre la legislación procesal y la inaplicación del principio de 
oportunidad en el distrito fiscal del Callao 2018? 
- ¿Existe relación entre la sobrecarga laboral y la inaplicación del principio de 
oportunidad en el distrito fiscal del Callao 2018? 
- ¿Existe relación entre la falta de seguimiento de la carpeta fiscal y la 
inaplicación del principio de oportunidad y el en el distrito fiscal del Callao 
2018? 
2.7. Objetivos 
Objetivo general.  
Determinar si el incumplimiento del pago es un factor de inaplicación del principio 
de oportunidad en el distrito fiscal del Callao 2018. 
Objetivos específicos. 
- Determinar si existe relación entre la legislación procesal y la inaplicación 




- Determinar si existe relación entre la sobrecarga laboral y la inaplicación 
del principio de oportunidad en el distrito fiscal del Callao 2018. 
- Determinar si existe relación entre la falta de seguimiento de la carpeta 
fiscal y la inaplicación del principio de oportunidad y el en el distrito fiscal 

































El presente estudio de investigación cualitativo, busca realizar un análisis 
profundo del incumplimiento de pago como factor de inaplicación del principio 
de oportunidad. Es característica de la investigación cualitativa la constancia y 
flexibilidad, lo que va a permitir comprender, profundizar, interpretar 
sistematizar y ajustar el estudio en este caso, en el principio de oportunidad. 
Según Hernández, Fernández, Baptista (2010), la “investigación 
cualitativa se enfoca a comprender y profundizar los fenómenos, 
explorándolos desde la perpectiva de los participantes en un ambiente natural 
y en relación con el contexto” (p. 364). 
Según Ñaupas, Mejía, Novoa, Villagomez (2014), la “investigación 
cualitativa es interpretativa; se sostiene en una concepción hermenéutica, sus 
métodos de recolección le permiten acceder a datos para ser observados, 
descritos e interpretados”. Además señalan, que lo que interesa es entender 
e interpretar el fenómeno social, usando un procedimiento inductivo y 
concreto, basada la observación e interpretación según las experiencias 
previas o medios que puedan ayudar y también importante están los juicios 
de valor y la subjetividad (p. 350). 
Tipo de estudio 
Básica. 
Según Ñaupas y otros (2014), la investigación es básica, es pura o 
fundamental, es básica porque sirve de raíz a la investigación aplicada o 
tecnológica; recibe el nombre de pura, porque está dado por la curiosidad y el 
gusto de descubrir nuevos conocimientos y es fundamental porque es 
necesario para el desarrollo de la ciencia (p. 91). 
De acuerdo a Selltiz et al, citado por Ñaupas, distingue tres niveles en 
la investigación básica, pura o fundamental que son: a) El exploratorio o 
formulativo, busca formular un problema, para que se dé una investigación 
exacta o el desarrollo de hipótesis. Este tipo de investigación nos lleva a 
estar más en contacto con literaturas y otros, hasta con las fuentes 
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electrónicas; b) El descriptivo, buscan principalmente recopilar datos e 
informaciones de las características, propiedades, aspectos o dimensiones, 
clasificación del objeto de estudio. Puede también, considerarse como una 
investigación diagnóstica o de levantamiento de datos y puede servir para 
investigaciones explicativas y c) El explicativo, es un nivel más complejo, 
profundo y riguroso, conduce a la verificación de hipótesis causales o 
explicativas. Explican las causas de los hechos sean naturales o sociales. 
3.2 Escenario de estudio 
Las Fiscalías Provinciales Penales del Distrito Fiscal del Callao se encuentran 
ubicadas en su sede sito en Av. Miguel Grau 1436 – Callao, es una se las 
sedes del Distrito Fiscal del Callao que cuenta con cinco pisos, de fácil 
acceso puesto que se encuentra ubicada en una avenida principal.  
3.3 Caracterización de sujetos 
La elección de las Fiscalías en estudio, son muestras por conveniencia. Los 
encargados de dichas Fiscalías son Fiscales Provinciales, siendo 
entrevistados cuatro Fiscales Provinciales del Distrito Fiscal del Callao. Se 
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Adaptado de Coaguila, D. Perfil profesional de egresados del Cetpro 
Guadalupe frente a la demanda del mercado laboral de Ica, 2015. Tesis. 
3.4 Trayectoria metodológica 
La trayectoria metodológica se desarrolló en cuatro etapas: la primera fue el 
diseño y construcción de los instrumentos de recojo de información, seguido 
fue la aplicación de los instrumentos a cada unidad de análisis; luego se 
procedió a transformar en texto, los datos de las grabaciones realizadas, para 
codificarlas y categorizarlas y como etapa final, se realizó el análisis de la 
información a través de la triangulación. Para la credibilidad científica del 
estudio realizado, y el mejor entendimiento, es necesario explicar cada etapa 
mencionada. 
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 Planificación del trabajo de campo. 
Esta primera etapa, se inició con el diseño y construcción de los instrumentos 
de recojo de información, como son las fichas de cada instrumento, realizado 
a partir del diseño metodológico. 
Se coordinó con las informantes, con la finalidad que nos conceda las 
entrevista planificadas, las coordinaciones se realizó a través de visita a sus 
oficinas.  
  Ejecución del trabajo de campo. 
La ejecución del trabajo de campo, se realizó del día 03 al 06 de diciembre 
del 2018.  Se dio inicio a las entrevistas a los Fiscales Provinciales Penales 
del Distrito Fiscal del Callao, fue una entrevista por día.  
Las entrevistas que fueron grabadas, se realizaron en horas de la tarde 
y de la mañana dependió del tiempo disponible de los Fiscales Provinciales 
Penales.  
La ejecución del trabajo de campo, nos sirvió para comprender el 
fenómeno en estudio, ubicándonos en una posición más próxima a las 
experiencias y labores diarias de un Fiscal Provincial Penal, llegando a 
comprender desde un enfoque mas amplio y humano el fenómeno que se 
viene desarrollando en el incumpliendo de pago como factor de inaplicación del 
principio de oportunidad en el Distrito Fiscal del Callao.  
Transcripción de los datos, codificación y categorización. 
Gibb (2012), referido por Coaguila (2012), que la transcripción, es el proceso 
de cambio de medio, siendo necesario la exactitud, minuciosidad, fidelidad e 
interpretación. El autor refirió que hay que transformar en texto la información 
grabada, tal cual está en el instrumento, labor que fue realizada por el mismo 
investigador. La transcripción debe ser idéntica a lo manifestado por los 
informantes, para que no se pierda la fidelidad y autenticidad de lo grabado. 
En el presente estudio fue necesario quitar algunas palabras, frases repetidas 
en la misma oración, “no“, “sigo adelante”, “o sea”, “hay que” asimismo se 
quitó algunas muletillas como “eh“, “uhm“. Gibbs (2012), referido por Coaguilla 
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(2012), afirmó que en las investigaciones que están orientados a los hechos 
de lo expresado por los informantes, es justificable realizar correcciones de 
este tipo. 
Con respecto a la codificación, Gibbs (2012) citado por Coaguilla 
(2012), refirió que es la forma en que se define de qué tratan los datos que se 
están analizando, para lo cual es necesario identificar y registrar uno o más 
pasajes de texto de los discursos transcritos, que de cierto modo guardan la 
misma idea teórica o descriptiva. Asimismo, Mejía (2011) citado por Coaguilla 
(2012), que los códigos son principalmente etiquetas o abreviaturas que 
representan el contenido conceptual. Por tanto, en el presente estudio, se 
procedió a leer varias veces los discursos para identificar y clasificarlos según 
el parecido temático y asignarle un código, para la realización de esta tarea 
se usó la técnica del resaltado usando diferentes colores y numerando, de 
acuerdo al contenido temático mencionado (anexo 4). 
Para terminar esta etapa, se realizó la categorización, según Mejía 
(2011) citado por Coaguilla (2012), consiste en dividir las unidades temáticas 
el texto transcrito y codificado. Es decir que categorizar es encontrar las 
unidades temáticas relacionadas al tema y objetivo de investigación. Las 
unidades temáticas identificadas, son las categorías emergentes (Cisterna, 
2005 citado por Coaguilla 
2012). Según Mejía 2011 citado por Coaguilla 2012, se tuvo en cuenta 
el criterio inductivo-deductivo, para la elaboración de listas de categorías. 
Este criterio se inicia con el marco teórico donde se presenta las categorías 
centrales con su definición, y en el análisis del discurso fluyen las categorías 
emergentes, que son las categorías más específicas. En el marco teórico 
presentado dos categorías.  
Triangulación. 
Según Stake (2007) citado por Coaguilla (2012), triangulación de las fuentes 
de datos, es el esfuerzo por ver si aquello que observamos y de lo que 
informamos, contiene el mismo significado cuando lo encontramos en otras 
circunstancias. 
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Según Cisterna (2005) citado por Coaguilla (2012), refiere a la 
triangulación como el proceso de reunión y cruce dialéctico de toda la 
información relacionado al fenómeno de estudio, que surgió en la 
investigación por medio de los instrumentos de recojo de información. Por 
tanto, la triangulación es el cuerpo de los resultados de la investigación. 
De acuerdo a lo referido por los autores, se realizó primero la 
triangulación entre las entrevistas de los Fiscales Provinciales Penales, luego 
se realizo la triangulación entre los delitos de mayor incidencia en los que se 
aplica el principio de oportunidad, asimismo, se realizó la triangulación entre 
las carpetas fiscales en las cuales se puede apreciar que el incumplimiento de 
pago es un factor de inaplicación del principio de oportunidad; y por último, se 
realizo la triangulación entre las conclusiones de las entrevistas, observación, 
y análisis documental. 
3.5 Técnicas e Instrumentos de recolección de datos 
Según Robles (2011), cuando se estructuran las entrevistas, es necesario 
elaborar un perfil de la muestra en estudio, de aspectos básicos tales como 
edad, sexo, estado civil o nivel de estudios, entre otros; que esas 
características similares de las personas en estudio, permitirá obtener y 
elaborar estrategias adecuadas para obtener informaciones claras y precisas. 
Las técnicas aplicadas en el presente estudio fueron, la entrevista, 
observación y análisis documental, mediante estas técnicas se recogieron 
las manifestaciones de los informantes. La entrevista, se realizó de manera 
personal, privada, consiguiendo la confianza y la manifestación sincera y real 
de los informantes; asimismo se realizó la observación de los delitos de 
mayor incidencia para la aplicación del principio de oportunidad, y finalmente 













Propósito de técnicas e instrumentos 
 
Nota: Adaptado de Coaguila, D. Perfil profesional de egresados del Cetpro 
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3.6 Tratamiento de la información 
Una vez recogida la información, se pudo realizar más preguntas a los 
participantes, necesario para la investigación, o también dejar de realizar 
preguntas no relevantes. Las entrevistas fueron grabadas, luego de las 
entrevistas realizadas a los participantes, se procedió a la transcripción de los 
datos, tal cual fueron manifestadas, para ello se tuvo que escuchar la 
grabación repetidas veces, lo cual demandó tiempo; luego se procedió a la 
codificación, seguido de la reducción de los datos, para luego ser 
categorizados de los cuales se obtuvieron las categorías emergentes. Todo el 
proceso, desde la transcripción hasta la obtención de categorías emergentes, 
tuvo una duración de un mes.  
Es así que el análisis de los datos obtenidos, también cuentan los 
sentimientos expresados por los participantes, todo ello anotado en el 
cuaderno de campo. También al referirnos del llamado “momento 
hermenéutico” iniciada con la interpretación de la realidad. 
Con respecto a la triangulación, la primera se hizo entre las entrevistas, 
coincidiendo la mayoría, seguida de la triangulación entre observaciones, 
igualmente coincidieron, luego se dio la triangulación entre análisis 
documental y la última triangulación fue entre entrevista, observación y 
análisis documental. 
El análisis e interpretación de la información se basará en las 
encuestas grabadas, en las conductas observadas apoyados en los 
apuntes de hechos acontecidos o manifestaciones de sentimientos 
expresados y cruzados con la información recogida a través de los análisis de 
documentos. 
El “momento hermenéutico” se inició con la interpretación, de la lectura 
conjunta de la realidad, partiendo de las fuerzas aportadas por el contexto 
que permiten llevar a cada uno de los Fiscales a la realidad de sus labores 
diarias.  
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Se considera  que  es esta  la instancia desde  la cual  se  construye  




1º Momento                               2º Momento                              3º Momento 









Figura 1. Modelo de mapeo sobre el proceso de estudio. 
Adaptado de Proceso de investigación cualitativa, por Bautista N. 2011. 
Bogota: Editorial El Manual Moderno. 
3.8 Rigor Científico 
El presente estudio, tiene rigor científico ya que se aplicó la validez 
interpretativa, (Maxwell 1992, citado por Sandin, 2003), quien hace 
referencia que la validez interpretativa, está referido al significado que tienen 
para las personas los objetos, acontecimientos y conductas, este tipo de 
validez está relacionado con las formas de comprensión propio a la 
investigación cualitativa. Y el procedimiento ultilizado fue la triangulación de 
métodos (Stake, 1995, citado por Sandin, 2003), procedimiento que se hizo 
de las entrevistas, las observaciones y los documentos, finalmente la 
Entrevista a Fiscales 
Provinciales Penales  
Observación del incumplimiento 
de pago como factor de 
inaplicación del principio de 
oportunidad 
Revisión documental. 
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triangulación entre ellas, para obtener las sub categorías y de ahí conseguir 
las categorías genéricas. 
Continuando con otros tipos de validez, según Maxwell (1992), citado 
por Sandin (2003), refiere la validez descriptiva, es la precisión y exactitud 
que el investigador recoge los datos en los textos, sin ser alterados, para 
luego ser comprendidos. La Validez teórica, referido a la explicación de las 
construcciones teóricas aportadas o realizadas por el investigador durante el 
estudio. 
Generalización interna, dirigido a personas, acontecimientos y lugares 
de comunidad, grupo o institución que no fueron observados o entrevistados. 
En el caso de la generalización externa, es la transferencia de los resultados 
a otras comunidades, grupo o instituciones. Validez evaluativa, referido a 
reconocer y considerar los marcos evaluativos que por medio de ellos se da 
un significado a los hechos observados. 
Los informantes refirieron sobre la aplicación del principio de 
oportunidad en el Distrito Fiscal del Callao, además de que manera el 
incumplimiento de pago influye como factor de inaplicación del principio de 
oportunidad. 
Con respecto a la categoría de incumplimiento de pago los fiscales 
señalan que es muy común que ello ocurra en los casos que ven a diario, el 
incumplimiento de pago es un factor que genera inaplicación del principio de 
oportunidad.  
Finalmente, respecto a la categoría de principio de oportunidad indican 
que es un mecanismo de descarga procesal que ayuda a liberar un poco la 
congestión en la que vivimos actualmente, que ayuda a que las victimas 
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4.1. Descripción de resultados 
Para este proceso se han utilizado las técnicas de entrevista, observación y 
análisis documental y los instrumentos de recolección de datos, para dar 
respuesta al objetivo general que es determinar si el incumplimiento de pago 
es un factor de inaplicación del principio de oportunidad en el Distrito Fiscal 
del Callao. 
  Entrevista. 
Para el recojo de información se aplicó una entrevista de tipo 
semiestructurada, dirigido a cuatro Fiscales Provinciales del Distrito Fiscal del 
Callao los cuales hablaron sobre el incumplimiento de pago como factor de 
inaplicación del Principio, según las categorías se tiene lo siguiente: 
Que los Fiscales Provinciales Penales señalan que la aplicación del 
principio de oportunidad resultaría beneficioso; sin embargo, se presentan 
inconvenientes como el incumplimiento de pago que generan que la 
aplicación del principio de oportunidad se frustre y no logre su objetivo de 
descarga procesal para lo cual fue creado.  
 






 Entrevistado 2     Entrevistado 3 
 Figura 2. Triangulación de entrevistados  
Nota:  Adaptado  de  Coaguila,  D.  Perfil  profesional  de  egresados  del  
Cetpro 
Guadalupe frente a la demanda del mercado laboral de Ica, 2015. Tesis. 




Es un mecanismo que permite dar una solución distinta al conflicto a la que se 
espera por la comisión de un delito. Los delitos en los que se aplica son 
lesiones culposas, exposición a peligro de persona dependiente, 
incumplimiento de la obligación alimentaria, y omisión de denuncia. De toda la 
carga que tengo asignada, un 30% es lo que decidí aplicar este mecanismo; 
por ello, puedo decir, que aplicar el Principio de Oportunidad sí es significativo, 
cumplir con la reparación del daño es fundamento principal para que no 
ejercitemos la acción penal; por tanto, su incumplimiento sí incide su 
inaplicación. La consecuencia es emitir la Disposición para la promoción de la 
acción penal. Es evidente que sí hay vacíos en la norma, y en la praxis 
tratamos de llenar tales vacíos siempre dentro de lo permisivo. 
Entrevistado 2  
El Principio de Oportunidad es uno de los mecanismos alternativos para 
solucionar conflictos de manera célere y tiene el objetivo de no generar más 
carga de la que ya tenemos. Los delitos a los que se aplica son lesiones 
culposas, incumplimiento de la obligación alimentaria, omisión de denuncia y 
peligro culposo en su mayoría. Sí es significativo siendo un aproximado del 
45% de casos que llegan a este Despacho por los cuales decidimos que deben 
resolverse a través del Principio de Oportunidad. Indudablemente el 
incumplimiento de pago es un requisito que la norma exige para que podamos 
emitir la Disposición de Abstención y dar por finalizado el caso de forma 
definitiva. Estaremos hablando de aproximadamente del 40% de casos en que 
el imputado no paga la reparación civil. Precisando que solo llega a cumplir una 
o dos cuotas y después no lo hace más. Como parte de la descarga procesal 
es beneficiosa porque evitaríamos continuar innecesariamente con un caso. 
Como toda figura procesal tiene vacíos y ésta no es la excepción, pero con la 
práctica son subsanables.  
Entrevistado 3 
Es la potestad que tiene el Fiscal para abstenerse de ejercitar la acción penal 
cuando concurran las causales del artículo 2° del CPP. Los delitos en los que 
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se aplica son lesiones culposas; exposición o abandono de un menor o 
incapaz; incumplimiento de la obligación alimentaria; peligro culposo. Si es 
significativo el número de casos en los que se aplica el principio de oportunidad 
y eso se refleja de nuestro sistema, pues de los 150 casos que tengo a mi 
cargo, 60 se ha dispuesto por que se aplique el Principio de Oportunidad. Claro 
que sí, porque el no pago trae como consecuencia que continuemos con la 
acción penal, conforme lo establece el CPP. Es un 45% de casos en que el 
imputado no cumple con el pago, y es inevitable esta situación porque no hay 
forma de asegurar dicho pago. Definitivamente que sí es beneficiosa la 
aplicación del principio de oportunidad, pero lamentablemente los imputados no 
aprovechan este mecanismo que esto los ayuda mucho, puesto, como ya lo 
hemos señalado, incumplen sin justificación o sustento alguno el compromiso 
asumido de reparar el daño. Sí hay vacíos, tales como no haber mecanismos 
para requerir o asegurar el pago de la reparación civil.   
Conclusión 
De las tres entrevistas presentadas podemos resaltar que el principio de 
oportunidad es un mecanismo de descarga procesal creado por Ley 
otorgándole al Fiscal la potestad de abstenerse de ejercitar la acción penal bajo 
ciertos presupuestos, se aplica a determinados delitos dispuestos por Ley pero 
los delitos mas comunes son lesiones culposas, omisión a la asistencia familiar, 
y conducción en estado de ebriedad. Si es significativo el número de casos en 
los que se aplica el principio de oportunidad. El incumplimiento de pago si 
incide en la inaplicación del principio de oportunidad. De aplicarse el principio 
de oportunidad de manera eficiente si resulta beneficiosa. Es evidente que hay 
vacíos en la norma los cuales deben subsanarse a fin de una correcta y eficaz 
aplicación del principio de oportunidad.    
Observación 
En cuanto a las observaciones en los se pudo apreciar del trabajo diario que 
vienen realizando las Fiscalías Provinciales penales del Callao tres delitos de 
mayor incidencia en cuanto a la aplicación del principio de Oportunidad y de 
qué manera el incumplimiento de pago afecta a su correcta aplicación, estos 
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delitos son lesiones culposas, omisión a la asistencia familiar, y conducción en 
estado de ebriedad.   
 
               Lesiones  







                                O.A.F C.E.E 
 
Figura 3. Triangulación de delitos 
Nota:  Adaptado  de  Coaguila,  D.  Perfil  profesional  de  egresados  del  
Cetpro 
Guadalupe frente a la demanda del mercado laboral de Ica, 2015. 
Tesis. 
 
Delito 1- lesiones culposas 
 
  Tipo penal 
La conducta delictiva de lesiones culposas se encuentra regulada en el 
artículo 124° del Código Penal, el mismo que literalmente señala:  
 
El que por culpa causa a otro un daño en el cuerpo o en la salud, 
será reprimido, por acción privada, con pena privativa de libertad 
no mayor de un año y con sesenta a ciento veinte días-multa. 
La pena será privativa de libertad no menor de uno ni mayor de 
dos años y de sesenta a ciento veinte días-multa, si la lesión es 
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grave, de conformidad a los presupuestos establecidos en el 
artículo 121. 
La pena privativa de libertad será no menor de uno ni mayor de 
tres años si el delito resulta de la inobservancia de reglas de 
profesión, ocupación o industria y no menor de un año ni mayor 
de cuatro años cuando sean varias las víctimas del mismo hecho. 
Tipicidad objetiva 
El profesor Salinas Siccha sostiene que esta conducta ilícita aparece cuando 
el agente afecta el deber objetivo de cuidado y como consecuencia directa 
deviene el resultado no querido ni buscado cobre el sujeto pasivo 
 
De esta manera, reafirmamos lo sostenido en puntos precedentes, 
esto es que quien actúa por culpa corresponde referirse a una actuación con 
negligencia (no se toma las precauciones en su accionar, esto es, se trata de 
la omisión de un acto que la prudencia aconseja realizar), imprudencia (se 
configura cuando alguien realiza un acto que las reglas de la prudencia 
aconsejan abstenerse), impericia (falta de suficiencia de aptitudes para 
realizar una profesión) e inobservancia de los reglamentos (desobediencia a 
los dispositivos legales). 
 
Ahora, la lesión culposa será grave cuando se presentan los supuestos 
del artículo 121° del Código Penal, esto es, cuando se trate de lesiones que 
pongan en peligro inminente la vida de la víctima, o mutilan un miembro u 
órgano principal del cuerpo o lo hacen impropio para su función, cusan a una 
persona incapacidad para el trabajo, invalidez permanente o las que infieren 
cualquier otro daño a la integridad corporal a la salud física o mental de la 
víctima que requiera 30 a más días e asistencia o descanso médico. 
 
Asimismo, una lesión será culposa cuando ocurran el agente vulnere 
los deberes impuestos por desarrollar una profesión, ocupación o industria; 
teniendo sustento de esto en la función social que estos desarrollan en la 
sociedad. 
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    Tipicidad subjetiva  




Este delito de configura cuando se produce las lesiones en la integridad 
física o psíquica del sujeto pasivo o, en todo caso, el daño a su salud.  
 
Penalidad 
La conducta ilícita es sancionada en su forma básica con pena privativa de 
libertad no mayor de 1 año y con 70 a 120 días-multa. Por otro lado, será de 
1 ni mayor de 2 años y de 60 a 120 días-multa cuando la lesión es grave 
conforme a los presupuestos del artículo 121° del Código Penal y de 1 ni 
mayor de 3 años si el delito resulta de la inobservancia de reglas de 
profesión, ocupación o industria. 
 
Delito 2 - omisión de asistencia familiar  
 
Tipo penal 
La conducta delictiva de la omisión de asistencia familiar se encuentra 
regulada en el artículo 149° del Código Penal, el mismo que literalmente 
señala:  
“El que omite cumplir su obligación de prestar los alimentos 
que establece una resolución judicial será reprimido con 
pena privativa de libertad no mayor de tres años, o con 
prestación de servicio comunitario de veinte a cincuentidós 
jornadas, sin perjuicio de cumplir el mandato judicial. 
Si el agente ha simulado otra obligación de alimentos en 
connivencia con otra persona o renuncia o abandona 
maliciosamente su trabajo la pena será no menor de uno ni 
mayor de cuatro años. 
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Si resulta lesión grave o muerte y éstas pudieron ser 
previstas, la pena será no menor de dos ni mayor de cuatro 
años en caso de lesión grave, y no menor de tres ni mayor 
de seis años en caso de muerte.” 
 
Tipicidad objetiva 
De la norma antes señalada se desprende que la conducta ilícita está 
referida en omitir el cumplimiento de la obligación establecida por una 
Resolución Judicial, es decir, el sujeto activo, deja de cumplir con su 
obligación asistencial dispuesta por Resolución Judicial. 
Como se puede apreciar, para imputar este delito tiene que haberse 
emitido una Resolución Judicial que ordene al agente cumplir con su 
obligación alimentaria; debiendo existir también el requerimiento de 
cumplimiento de tal obligación.  
Por otro lado, la conducta del agente se agrava cuando simula la 
existencia de otra obligación de alimentos en complicidad con otra persona o 
renuncia o abandona maliciosamente su trabajo. 
Tipicidad subjetiva  
El agente en este delito actúa con dolo, pues tiene pleno conocimiento de la 
existencia de la obligación asistencial de carácter familiar (alimentos) 
determinada por autoridad judicial, y a pesar del correspondiente 
requerimiento de cumplimiento que se le hace, el sujeto no lo cumple. 
 
Consumación  
El delito de omisión de asistencia familiar es un delito de comisión inmediata 
y de naturaleza permanente, que se consuma cuando el agente incumple 
con su obligación de prestar alimentos.  
 
Penalidad 
La conducta del primer párrafo es sancionada con pena privativa de libertad 
no mayor de tres años, o con prestación de servicio comunitario de veinte a 
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cincuentidós jornadas, sin perjuicio de cumplir el mandato judicial; denótese 
que será a criterio del juzgado imponer la pena privativa de libertad o el 
servicio comunitario. El segundo párrafo se sanciona pena privativa de la 
libertad será no será no menor de uno ni mayor de cuatro años; y el tercer 
párrafo se sanciona con pena privativa de la libertad no menor de dos ni 
mayor de cuatro años cuando haya lesión grave, y no menor de tres ni 
mayor de seis años cuando haya muerte 
 
Delito 3 - conducción en estado de ebriedad 
 
Tipo penal 
La conducta delictiva de conducción en estado de ebriedad se encuentra 
regulada en el artículo 247° del Código Penal, el mismo que literalmente 
señala:  
“El que encontrándose en estado de ebriedad, con presencia 
de alcohol en la sangre en proporción mayor de 0.5 gramos-
litro, o bajo el efecto de drogas tóxicas, estupefacientes, 
sustancias psicotrópicas o sintéticas, conduce, opera o 
maniobra vehículo motorizado, será reprimido con pena 
privativa de la libertad no menor de seis meses ni mayor de 
dos años o con prestación de servicios comunitarios de 
cincuenta y dos a ciento cuatro jornadas e inhabilitación, 
conforme al artículo 36 inciso 7). 
Cuando el agente presta servicios de transporte público de 
pasajeros, mercancías o carga en general, encontrándose 
en estado de ebriedad, con presencia de alcohol en la 
sangre en proporción superior de 0.25 gramos-litro, o bajo el 
efecto de drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias 
psicotrópicas o sintéticas, la pena privativa de libertad será 
no menor de uno ni mayor de tres años o con prestación de 
servicios comunitarios de setenta a ciento cuarenta jornadas 
e inhabilitación conforme al artículo 36, inciso 7).” 





Conforme se aprecia del texto del delito de conducción en estado de 
ebriedad, estamos frente a un delito de peligro abstracto, pues no requiere 
una lesión efectiva de bienes jurídicos, solo se exige un peligro real para un 
conjunto más o menos determinado de bienes jurídicos. 
En otras palabras, se configura este delito cuando el agente tiene 
presencia de alcohol en la sangre en proporción mayor de 0.5 gramos-litro 
(requisito para la configuración de este delito), o que se encuentra el efecto 
de otros estupefacientes conduce, opera o maniobra vehículo motorizado; y 
dicha conducta se agrava cuando el agente presta servicios de trasporte 
público y tiene presencia de alcohol en la sangre en proporción mayor de 
0.25 gramos-litro. 
 
Tipicidad subjetiva  
El dolo se requiere al momento de que el agente produce el hecho punible. 
  
Consumación  
Conforme se aprecia del tipo penal, el delito de conducción de vehículos 
(motorizados) en estado de ebriedad es un delito de comisión instantánea, 
ya que la conducta o acción se agota en el momento mismo que se concreta 
los elementos y su condición de punibilidad. 
Penalidad 
La conducta del primer párrafo es sancionada con pena privativa de la 
libertad no menor de seis meses ni mayor de dos años o con prestación de 
servicios comunitarios de cincuenta y dos a ciento cuatro jornadas e 
inhabilitación, conforme al artículo 36 inciso 7; nuevamente a criterio del 
juzgados impondrá la pena privativa de libertad o los servicios comunicatorio. 
El segundo párrafo es sancionado con pena privativa de libertad será no 
menor de uno ni mayor de tres años o con prestación de servicios 
comunitarios de setenta a ciento cuarenta jornadas e inhabilitación conforme 
al artículo 36, inciso 7. 




Los delitos de lesiones culposas, omisión a la asistencia familiar, y 
conducción en                 estado de ebriedad son los que mayor incidencia en 
las Fiscalías Provinciales Penales del Callao por lo cual en ellos recae la 
mayor cantidad de posibilidades de aplicación del principio de oportunidad.  
Análisis Documental 
En el presente punto hemos analizado tres Carpetas Fiscales en la cuales se 
puede apreciar el desarrollo del incumplimiento de pago como factor de 
inaplicación del principio de oportunidad.  
 
 
          Carpeta 







                                 Carpeta                                                      Carpeta 
                                 Fiscal 2                                                       Fiscal 3 
 
Figura 4. Triangulación de carpetas fiscales 
Nota:  Adaptado  de  Coaguila,  D.  Perfil  profesional  de  egresados  del  
Cetpro 
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Carpeta Fiscal 1 
El Fiscal de Turno convocó al Procurador correspondiente a efectos de que 
se ponga de acuerdo con el señor Martínez López el monto de la reparación 
civil, quienes acordaron que el monto sería de S/ 2,000.00 soles a favor del 
Estado y que serían pagadas en cuatro cuotas de S/ 500.00; este acuerdo 
quedó plasmado en un Acta con la firma de todos los participantes.  
Al término de los cuatro meses, el señor Martínez López no cumplió 
con pagar nada del monto pactado por lo que el Fiscal tuvo que ejercer la 
acción penal.  
Carpeta Fiscal 2 
La Fiscalía, ante la inminente falta de acuerdo y conforme al CPP y el 
Reglamento correspondiente, procedió a fijar la suma de S/ 6,000 soles 
como concepto de reparación civil que la señorita Rodríguez Fernández 
deberá pagar a la señora Pérez Julca en el plazo de seis meses de S/ 1,000 
soles cada cuota. Todas las partes suscribieron el acuerdo en señal de 
conformidad. 
Luego de haber transcurrido tres meses, el Fiscal advierte que la 
señorita Rodríguez Fernández solo cumplió con pagar una cuota de S/ 1,000 
soles, por lo que procedió a requerir cumpla con el pago comprometido en el 
plazo de 5 días de notificada bajo apercibimiento de promover acción penal 
en su contra. Sin embargo, al término de aquel plazo, no hubo tal 
cumplimiento. Por ello, el Fiscal procedió con emitir la Disposición que 
promueve la acción penal por el delito de lesiones culposas.   
Carpeta Fiscal 3 
El Fiscal convocó a la señora Espinoza Martínez a efectos de realizar la 
Audiencia Acuerdo de Principio de Oportunidad con el señor Carpio Rojas. 
En esta audiencia, la señora Espinoza Martínez pidió que se cumpla con el 
pago de los meses que el señor Carpio Rojas dejó de cumplir que hace un 
total de S/ 10,000 soles y el pago de una reparación civil de S/ 5,000 soles; 
por su parte el señor Carpio Rojas acepta la propuesta de la señora 
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Espinoza Martínez y que todo sea pagado en un plazo de 15 meses. Ante 
esta propuesta, la señora Espinoza Martínez manifiesta su conformidad.  
Sobre dicha propuesta, el Fiscal manifiesta que el plazo no puede 
exceder de 9 meses. Por lo cual las partes aceptan que el monto sea pagado 
en 9 meses, firman el acuerdo correspondiente. Al culminar el periodo 
establecido se puede apreciar del expediente que el imputado solo ha hecho 
4 depósitos de 500 soles cada uno, por lo que el Fiscal tuvo que formular 
denuncia.     
Conclusión  
Como podemos apreciar de las tres Carpetas en todas el Fiscal realiza su 
labor de incoar el principio de oportunidad, las partes aceptan y firman el 
acuerdo; sin embargo, el imputado nunca realizo el pago o no lo realizo de 
manera completa, con lo cual el Fiscal se ve en la obligación de promover la 
acción penal, habiendo invertido tiempo y recursos del estado tratando de 
darle una solución pronta a un conflicto sin lograrlo, y sin que la victima 
pueda ver reparado el daño que le causaron. 
Conclusión general 
Podemos decir que el principio de oportunidad es un mecanismo de 
descarga procesal creado por Ley otorgándole al Fiscal la potestad de 
abstenerse de ejercitar la acción penal bajo ciertos presupuestos, se aplica a 
determinados delitos dispuestos por Ley pero los delitos más comunes son 
lesiones culposas, omisión a la asistencia familiar, y conducción en estado 
de ebriedad; asimismo, tenemos que de las tres carpetas fiscales analizadas 
en todas se vio frustrada la aplicación del principio de oportunidad por lo cual 
se evidencia la problemática que existe en torno al tema, y la importancia de 
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Primera: En el distrito fiscal del Callao, existe un número relevante de casos que 
cumplen los requisitos exigidos por la norma procesal, a efectos de aplicarse el 
principio de oportunidad, siendo en términos aproximados un 40% de casos del 
universo que vienen siendo tratado por los fiscales provinciales del Callao tal 
como se desprende de la recolección de datos realizada a través de la entrevista, 
por lo que la efectiva aplicación del principio de oportunidad coadyuvaría de 
manera efectiva a la descarga procesal y concentración a los casos más 
complejos que se investiga o se persigue mediante la acusación fiscal. 
Segunda: En la praxis fiscal del universo de casos donde resulta aplicable el 
principio de oportunidad, se observa una mínima aplicación de ésta, frustrándose 
la convocatoria del fiscal en un 70% de casos tal como se desprende de la 
recolección de datos realizada a través de la entrevista, reiterándose la principal 
consecuencia que conlleva esto, la carga procesal tal como se desprende de la 
entrevista realizada, aumento innecesario del gasto estatal en las horas-hombre 
concentrado en su perfección, y el tiempo invertido podría traducirse en la 
impunidad del investigado, así también tiene influencia en la demora del 
resarcimiento del daño de la víctima, obteniéndose un sin sabor de justicia eficaz 
en el sistema de administración de justicia peruana. 
Tercera: El incumplimiento del pago es un factor de absoluta relevancia en 
la inaplicación del principio de oportunidad, la convocatoria del fiscal provincial a 
efectos de perfeccionarse el mecanismo en mención se frustra por el 
apartamiento del investigado de su responsabilidad asumida por voluntad propia 
para el resarcimiento del daño. A pesar de la incidencia de este factor, los fiscales 
provinciales de Callao consideran que no existen mecanismos suficientes para 































Primera: Advirtiéndose que la frustración de la convocatoria fiscal a efectos de 
aplicarse el principio de oportunidad, viene condicionada al incumplimiento del 
pago de la reparación civil, es necesario ofrecer una solución para finiquitar tal 
asunto. En ese sentido, debe tener como supuesto previo la aceptación del 
investigado de reparar el daño ocasionado a la víctima. Teniendo ese contexto, y 
como quiera que el investigado asume un compromiso, que fácilmente le 
constituye una obligación de pago, en forma paralela a un acta de conciliación, 
dicho acuerdo que se realiza frente al fiscal, debe configurarse a través de la 
norma penal como un título ejecutivo regulado en el código civil, a efectos de que 
el cumplimiento del compromiso se establezca en una vía efectiva, rápida e 
idónea de solución del conflicto. 
Segunda: Cabe señalar el papel fundamental que tiene consigo los Colegios 
de Abogados de los diferentes distritos judiciales, a efectos de realizar campañas 
de concientización, y muestra de los beneficios que lleva consigo la asunción de 
criterios que culminen de forma pronta los conflictos generados a nivel social, que 
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Anexo B: Instrumentos 
 Preguntas formuladas en el cuestionario Respuesta 
1 ¿Qué es el Principio de Oportunidad?  
2 ¿En qué delitos aplica el Principio de Oportunidad?  
3 




¿El incumplimiento del pago incide de manera significativa en la 
inaplicación del principio de oportunidad (continuar con la 
promoción de la acción penal)? 
  
5 
¿Cuál es el plazo que normalmente fija para el pago de la 
Reparación Civil al aplicar el Principio de Oportunidad? 
 
6 
De los casos que aplica el Principio de Oportunidad, ¿en qué 
medida el imputado no cumple con el pago? 
  
7 
¿Cuáles son los mecanismos apropiados para evitar que el 
incumplimiento de pago incida en la inaplicación del principio de 
oportunidad? 
 




¿Es beneficiosa la aplicación del Principio Oportunidad en el distrito 
fiscal del Callao? 
 
9 
¿Cuáles son las consecuencias de la inaplicación el principio de 
oportunidad en el distrito fiscal del Callao? 
 
10 
¿Considera que en la normativa actual existe un vacío legal 
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Anexo C: Transcripción de datos 
 
  Fiscal Provincial 1 
1 ¿Qué es el Principio de Oportunidad? 
Conforme lo establece el Acuerdo Plenario N° 05-2009, el Principio de Oportunidad es un 
mecanismo que permite dar una solución distinta al conflicto a la que se espera por la comisión 
de un delito. Es más, no solo debe tratarse como de un mecanismo que soluciona conflictos de 
manera célere (tal como lo es), sino que, además, procura que la víctima sea resarcida con la 
reparación civil. Esto es así, pues pensar que el Principio de Oportunidad existe solo para 
solucionar el conflicto, implica que como Fiscales solo buscamos sancionar la comisión de un 
delito, situación que es alejada de nuestra función constitucional, pues nosotros representamos a 
la sociedad y como tales buscamos que la víctima también reciba justicia no solo al sancionar a 
su agresor sino también a través de una reparación pecuniaria. En ese sentido, es claro afirmar 
que el Principio de Oportunidad tiene una doble función: sancionar el delito y reparar el daño de 
manera célere. 
2 
¿En qué delitos aplica el Principio de 
Oportunidad? 
Lesiones culposas; exposición a peligro de persona dependiente; incumplimiento de la obligación 
alimentaria; omisión de denuncia 




¿Es significativo el número de casos 
en los que aplica el principio 
oportunidad? 
De toda la carga que tengo asignada, un 30% es lo que decidí aplicar este mecanismo. Por ello, 
puedo decir, que aplicar el Principio de Oportunidad sí es significativo. Ahora, es importante 
mencionar que si bien el CPP establece los casos que procede aplicar el Principio de 
Oportunidad, nosotros lo aplicamos siempre que el denunciado no se haya acogido en otra 
ocasión a este mecanismo ni que se encuentre en una de las causales que establece el artículo 
2.9 CPP. Situación conforme está regulado en el CPP y el Reglamento. De ello, se puede 
apreciar que a pesar de existir causales que limiten aplicar el Principio de Oportunidad, un 30% 
de mis casos pasan el filtro correspondiente para aplicar dicho Principio. 
4 
¿El incumplimiento del pago incide de 
manera significativa en la inaplicación 
del principio de oportunidad 
(continuar con la promoción de la 
acción penal)? 
Definitivamente sí, esto es, que si no hay pago de la reparación civil ya determinada, se procede 
con la emisión de la Disposición para la promoción de la acción penal. Al respecto, debemos 
señalar que aquella situación se da así, pues el artículo 2.4 del CPP establece que “de no 
producirse el pago, se dictará disposición para la promoción de la acción penal”, con lo cual se 
puede concluir que cumplir con la reparación del daño es fundamento principal para que no 
ejercitemos la acción penal. Por tanto, su incumplimiento sí incide su inaplicación. 




¿Cuál es el plazo que normalmente fija 
para el pago de la Reparación Civil al 
aplicar el Principio de Oportunidad? 
Si bien el CPP no establece un plazo para el pago de la reparación civil, el Reglamento sí lo 
establece, y este no debe exceder los 9 meses; por lo que el plazo que fijamos es este.  Ahora, 
es importante señalar que en mi Despacho ha tomado la decisión de tomar como criterio las 
condiciones laborales y económicas del denunciado a efectos de poder establecer el plazo, pero 
no excediendo de los 9 meses. Es importante señalar, que antes de la dación del Reglamento de 
aplicación del Principio de Oportunidad, mi Despacho había fijado el plazo de 9 meses como el 
máximo para cumplir con el pago de la reparación civil, y ello se hizo de esa manera, pues era 
muy difícil trabajar con aquel vacío.  
6 
De los casos que aplica el Principio de 
Oportunidad, ¿en qué medida el 
imputado no cumple con el pago? 
En la mayoría de casos que hemos aplicado el Principio de Oportunidad, los denunciados solo 
cumplen con pagar las tres primeras cuotas; esto se da en el 60% de casos. Por ello, ante tal 
incumplimiento, solo nos queda emitir la Disposición para promover la acción penal. Es más, los 
imputados se mantienen firmes en no cumplir con el pago de la reparación civil a pesar de que 
los apercibimos que emitiremos la Disposición de formular acción penal en su contra. 




¿Cuáles son los mecanismos 
apropiados para evitar que el 
incumplimiento de pago incida en la 
inaplicación del principio de 
oportunidad? 
El Reglamento solo señala como mecanismo para evitar el incumplimiento del pago que se haga 
el apercibimiento de que se ejercitará la acción penal. Sin embargo, en mi Despacho requerimos 
el pago, conforme lo señala el Reglamento, y si continúa con el impago, llamamos al agraviado a 
efectos de preguntar si es que por otro modo el imputado está cumpliendo con el pago de 
reparación civil; si la respuesta es afirmativa damos por válido el cumplimiento del pago, pero si 
la respuesta es negativa, procedemos a ejercitar acción penal. 
8 
¿Es beneficiosa la aplicación del 
Principio Oportunidad en el distrito 
fiscal del Callao? 
Sí es beneficiosa en tanto se cumpla con su objeto, es decir, sí lo es cuando pensamos que el 
imputado cumplirá con el pago de la reparación civil, pero deja de serlo cuando debemos 
formalizar acción penal y el caso se convierte en una carga más. 
9 
¿Cuáles son las consecuencias de la 
inaplicación del principio de 
oportunidad en el distrito fiscal del 
Callao? 
Conforme lo señala el artículo 2.4 CPP, la consecuencia es emitir la Disposición para la 
promoción de la acción penal; así tal cual lo establece dicho artículo de la siguiente manera: de 
no producirse el pago, se dictará disposición para la promoción de la acción penal”. Adicional a 
ello, mi Despacho procede a inscribir al imputado a un registro de no cumplir con el pago de la 
reparación civil, a efectos de que esta persona no se le permita volver acogerse al Principio de 
Oportunidad. 




¿Considera que en la normativa actual 
existe un vacío legal respecto de 
asegurar el pago de la reparación 
civil?  
Es evidente que sí hay vacíos, y en la praxis tratamos de llenar tales vacíos siempre dentro de lo 
permisivo. Por ejemplo, el más evidente que hay el de asegurar el pago de la reparación civil. 
Como señalé anteriormente, en mi Despacho ante el incumplimiento del pago no emitimos 
inmediatamente la Disposición de promover la acción penal, sino que requerimos que cumpla 
con el pago con el apercibimiento de emitir esta Disposición y, también, llamamos al agraviado 














  Fiscal Provincial 2 
1 ¿Qué es el Principio de Oportunidad? 
El Principio de Oportunidad es uno de los mecanismos alternativos para 
solucionar conflictos de manera célere y tiene el objetivo de no generar más 
carga de la que ya tenemos, pues con su aplicación se busca que el conflicto 
generado por el imputado se solucione prontamente y también se busca resarcir 
el daño a favor del agraviado. Este mecanismo puede ser iniciado de oficio o a 
pedido de parte, conforme lo establece el artículo 2.1 del CPP; debiendo tener 
presente que aun cuando el Fiscal decida iniciarlo o las partes se pongan de 
acuerdo para iniciarlo, será el Fiscal quien controle su legalidad, pues existen 
causales por las cuales no puede proceder aplicar este mecanismo. Por ello, 
considero que cuando las partes inicien este procedimiento el Fiscal bajo el 
control de admisibilidad respectivo procederá a darle el trámite correspondiente; 
y cuando el Fiscal lo inicie de oficio es porque consideró que el caso ya pasó el 
control de admisibilidad. 
2 ¿En qué delitos aplica el Principio de Oportunidad? 
Lesiones culposas; incumplimiento de la obligación alimentaria; omisión de 
denuncia; peligro culposo 




¿Es significativo el número de casos en los que aplica 
el principio oportunidad? 
Sí es significativo. Siendo un aproximado del 45% de casos que llegan a este 
Despacho por los cuales decidimos que deben resolverse a través del Principio 
de Oportunidad. Es más, en realidad es un 60% de los casos que evaluamos que 
puedan resolverse por aquel mecanismos, pero luego de hacer le filtro de 
admisibilidad solo queda el 45% 
4 
¿El incumplimiento del pago incide de manera 
significativa en la inaplicación del principio de 
oportunidad (continuar con la promoción de la acción 
penal)? 
Indudablemente sí. El incumplimiento de pago es un requisito que la norma exige 
para que podamos emitir la Disposición de Abstención y dar por finalizado el 
caso de forma definitiva. Por ello es así, no solo porque la norma lo exige, sino 
por un criterio razonable y de inferencia lógica, pues no solo buscamos buscar 
solucionar el conflicto penal, sino que buscamos que el agraviado obtenga una 
reparación del daño; y con el incumplimiento de aquel pago, evidentemente 
debemos inaplicarlo y promover la acción penal inmediatamente. 




¿Cuál es el plazo que normalmente fija para el pago de 
la Reparación Civil al aplicar el Principio de 
Oportunidad? 
En mi Despacho hemos establecido que para determinar el plazo debemos 
tomar en consideración los ingresos que tiene el denunciado y la carga que 
tiene. Una vez determinado a ello se fija un plazo, el mismo que no puede ser no 
menor de 6 ni mayor de 9 meses; y si bien el Reglamento de aplicación del 
Principio de Oportunidad no establece un plazo mínimo, este es fijado teniendo 
en consideración la experiencia que tengo. En otras palabras, no estamos 
incumpliendo ningún dispositivo legal, sino por el contrario se está llenando un 
vacío que la norma no lo establece ni tampoco lo prohíbe. 
6 
De los casos que aplica el Principio de Oportunidad, 
¿en qué medida el imputado no cumple con el pago? 
Estaremos hablando de aproximadamente del 40% de casos en que el imputado 
no paga la reparación civil. Precisando que solo llega a cumplir una o dos cuotas 
y después no lo hace más; y por más de que requerimos al imputado para que 
pague la reparación civil con el apercibimiento de que procederemos con emitir 
la Disposición de acción penal en su contra, hay casos (el 40%) que no cumplen 
con el pago y por lo tanto debemos promover la acción penal. 




¿Cuáles son los mecanismos apropiados para evitar 
que el incumplimiento de pago incida en la 
inaplicación del principio de oportunidad? 
La norma no señala ningún mecanismo, pero considero que se podría empezar 
por el requerimiento de pago de la reparación civil hasta en dos oportunidades 
con su correspondiente apercibimiento; y si aun así no cumple con el pago, 
deberíamos declarar no aplicar el Principio de Oportunidad en el caso en 
concreto, ni en ningún otro caso que lo solicite el imputado omiso. 
8 
¿Es beneficiosa la aplicación del Principio 
Oportunidad en el distrito fiscal del Callao? 
Como parte de la descarga procesal es beneficiosa porque evitaríamos continuar 
innecesariamente con un caso; sin embargo, la falta de mecanismos que 
permitan que realmente cumpla su objetivo solo logra el fracaso del Principio de 
Oportunidad. 
9 
¿Cuáles son las consecuencias de la inaplicación del 
principio de oportunidad en el distrito fiscal del 
Callao? 
Nuestro despacho ha tomado la posición, conforme lo establece el CPP y el 
Reglamento correspondiente, de emitir la Disposición de Promoción de la acción 
penal, lo cual implica emitir un pronunciamiento de fondo, esto es, otra carga 
para el Despacho. Es inevitable no emitir aquella Disposición, pues no solo 
podemos cegarnos en lograr una solución al conflicto penal y dejar de lado la 
reparación civil; por ello considero que aun cuando inaplicar el Principio de 
Oportunidad genera carga procesal, estoy de acuerdo que ocurra así, con la 
finalidad de que en la etapa correspondiente lograr una reparación para la 
víctima. 




¿Considera que en la normativa actual existe un vacío 
legal respecto de asegurar el pago de la reparación 
civil?  
Como toda figura procesal tiene vacíos y ésta no es la excepción, pero con la 
práctica son subsanables. Sin embargo, el aseguramiento del pago merece una 
regulación normativa, pues justamente el no pago trae como consecuencia que 
el Principio de Oportunidad no cumpla con su objeto. Creo que además de 
asegurar el pago de la reparación civil, se debe establecer la posibilidad de 
pronunciarnos por el fondo de no solo de ejercitar la acción penal, sino también 
el de archivar la denuncia, pero aun cuando esto ocurra siempre 
pronunciándonos por la reparación civil porque puede haber casos que no 














  Fiscal Provincial 3 
1 ¿Qué es el Principio de Oportunidad? 
Es la potestad que tiene el Fiscal para abstenerse de ejercitar la acción penal 
cuando concurran las causales del artículo 2° del CPP, esto es, cuando el 
imputado se haya visto afectado de manera grave por los resultados de su 
delito, culposo o doloso, cuando los delitos que se cometan no afectan 
gravemente el interés público y cuando de acuerdo a los escenarios del caso y 
a las condiciones personales del denunciado, concurren las circunstancias 
atenuantes del artículo 14° (error de tipo y error de prohibición), artículo 15° 
(error de comprensión culturalmente condicionado), artículo 16° (tentativa), 
artículo 18° (desistimiento voluntario y arrepentimiento), artículo 21° 
(responsabilidad atenuada), artículo 22° (responsabilidad restringida por la 
edad), artículo 25° (complicidad primaria y complicidad secundaria) y artículo 
46° (circunstancias de atenuación y agravación) del Código Penal. Ante la 
concurrencia de estos supuestos, es que se aplica el Principio de Oportunidad y 
se soluciona el conflicto de manera célere. Asimismo, podemos definirlo como 
el mecanismo que utilizamos para abstenernos de ejercitar la acción penal a 
favor del imputado y siempre que este cumpla con el pago íntegro de la 
reparación civil a favor del agraviado. 
2 ¿En qué delitos aplica el Principio de Oportunidad? 
Lesiones culposas; exposición o abandono de un menor o incapaz; 
incumplimiento de la obligación alimentaria; peligro culposo 




¿Es significativo el número de casos en los que aplica 
el principio oportunidad? 
En efecto; y eso se refleja de nuestro sistema, pues de los 150 casos que tengo 
a mi cargo, 60 se ha dispuesto por que se aplique el Principio de Oportunidad. 
En igual situación están los Fiscales adjuntos de mi Despacho. Ahora, es 
importante tener presente que a pesar de que se trata de un gran número de 
casos que disponemos se aplique aquel Principio, lamentablemente no todos 
terminar con una Disposición de abstención de ejercitar la acción penal, y ello 
se debe al cumplimiento del compromiso asumido por el imputado. 
4 
¿El incumplimiento del pago incide de manera 
significativa en la inaplicación del principio de 
oportunidad (continuar con la promoción de la acción 
penal)? 
Claro que sí, porque el no pago trae como consecuencia que continuemos con 
la acción penal, conforme lo establece el CPP. Muchos son los casos por los 
cuales citamos a las partes para aplicar el Principio de Oportunidad, pero este 
no se llega a concretar pues el imputado no cumple con el pago, y por esta 
situación, este mecanismo no cumple con su real objeto. 
5 
¿Cuál es el plazo que normalmente fija para el pago de 
la Reparación Civil al aplicar el Principio de 
Oportunidad? 
Una vez que el monto de reparación civil se fija por acuerdo de las partes, se le 
pregunta al imputado si lo puede pagar en una sola cuota y de no ser así, en 
cuantas puede hacerlo, las mismas que no pueden exceder de 9 meses. La 
propuesta del imputado es trasladada al agraviado y de aceptarla, se fija ese 
aquel plazo. También hemos adoptado el criterio que nosotros fijamos el plazo 
siempre que no haya acuerdo entre las partes. Ahora, es importante indicar que 
lo antes precisado lo hacemos conforme lo indica el CPP y el Reglamento; sin 
embargo, conforme a la experiencia, hemos adoptado el criterio que 
dependiendo del caso y las condiciones económicas del imputado es que 
buscamos que el imputado se comprometa a pagar en un máximo de 3 cuotas 
cada 45 días. 




De los casos que aplica el Principio de Oportunidad, 
¿en qué medida el imputado no cumple con el pago? 
Es un 45% de casos en que el imputado no cumple con el pago, y es inevitable 
esta situación porque no hay forma de asegurar dicho pago. Esto es, a pesar 
de que el imputado se compromete a pagar la reparación civil en cuotas, pues 
de acuerdo a sus condiciones económicas le será imposible hacerlo en una 
sola, este deja de hacerlo, por lo que no queda más que emitir la Disposición de 
promover la acción penal, conforme lo establece la norma. 
7 
¿Cuáles son los mecanismos apropiados para evitar 
que el incumplimiento de pago incida en la 
inaplicación del principio de oportunidad? 
Nosotros hacemos un requerimiento dándole el pazo de 5 días para que 
cumpla con el pago; si se mantiene el impago procedemos hacer un nuevo 
requerimiento de pago con el plazo de 5 días. Ambos requerimientos se hacen 
con el apercibimiento de proceder con ejercitar la acción penal. Este criterio no 
se encuentra establecido en el CPP ni en el Reglamento, es más, no hay 
mecanismos que asegure el pago, por lo que en mi Despacho realizamos 
aquella acción no prohibida ni perjudicial para las partes; considerando que ello 
es una medida adecuada. 
8 
¿Es beneficiosa la aplicación del Principio 
Oportunidad en el distrito fiscal del Callao? 
Definitivamente que sí, pero lamentablemente los imputados no aprovechan 
este mecanismo que esto los ayuda mucho, puesto, como ya lo hemos 
señalado, incumplen sin justificación o sustento alguno el compromiso asumido 
de reparar el daño. Debemos entender que el imputado puede tener diversos 
problemas económicos que le hagan imposible cumplir con dicho compromiso, 
pero esa es una situación que debe ser puesto en conocimiento de la fiscalía 
para evaluar qué acciones tomar; pero si solo deja de cumplir con el pago, solo 
debemos emitir como corresponde la Disposición de formulación de cargos en 
su contra.  




¿Cuáles son las consecuencias de la inaplicación del 
principio de oportunidad en el distrito fiscal del 
Callao? 
Tenemos que promover la acción penal conforme lo señala la norma, 
generando carga procesal. Es lo único que podemos hacer. 
10 
¿Considera que en la normativa actual existe un vacío 
legal respecto de asegurar el pago de la reparación 
civil?  
Sí hay vacíos, tales como no haber mecanismos para requerir o asegurar el 
pago de la reparación civil. Como lo indiqué anteriormente, no hay mecanismo 
normativo que permita que hagamos cumplir el pago de la reparación civil, pero 
lo que nosotros hacemos es requerir en dos oportunidades solicitando cumpla 
con el pago con el apercibimiento correspondiente; sin embargo, ello no resulta, 













  Fiscal Provincial 4 
1 ¿Qué es el Principio de Oportunidad? 
El Principio de Oportunidad es un procedimiento especial que ayuda a 
solucionar conflictos y, a su vez, es un mecanismo de descarga procesal. Lo 
primero porque las partes, a citación de la Fiscalía, manifiestan su voluntad de 
dar solución al conflicto iniciado por uno de ellos a consecuencia del accionar 
del otro; y lo segundo porque con el acuerdo, el conflicto concluyó, esto es, ya 
no se inicia un proceso penal. De esta manera, el imputado logra que se emita 
una abstención de formalizar acción penal y la víctima logra que se le repare el 
daño 
2 ¿En qué delitos aplica el Principio de Oportunidad? 
Lesiones culposas; exposición o abandono de un menor o incapaz; exposición 
a peligro de persona dependiente; incumplimiento de la obligación alimentaria; 
violación de domicilio; omisión de denuncia 
3 
¿Es significativo el número de casos en los que aplica 
el principio oportunidad? 
Es significativo cuando estamos de turno Fiscal. Es en este momento cuando 
ingresan una gran cantidad de casos en los que aplicamos el Principio de 
Oportunidad. Efectivamente, del total de casos que ingresan al Despacho 
cuando estamos de turno, un 45% disponemos se aplique el Principio de 
Oportunidad, claro está que este porcentaje corresponde luego del filtro de 
admisibilidad que hacemos a todos los casos. Sin contar este filtro serían un 
total de 55% aproximadamente de casos. 




¿El incumplimiento del pago incide de manera 
significativa en la inaplicación del principio de 
oportunidad (continuar con la promoción de la acción 
penal)? 
Efectivamente, la norma procesal y el Reglamento que salió este año 2018 
señalan que con el pago íntegro de la Reparación Civil nos abstendremos de 
ejercitar la acción penal. Sin embargo, su incumplimiento trae como 
consecuencia que promover la acción penal. Situación que perjudica no solo al 
imputado, pues seguiremos formularemos cargos en su contra, sino también 
perjudicial para la víctima, pues debe esperar más tiempo hasta ver 
materializado la reparación del daño. 
5 
¿Cuál es el plazo que normalmente fija para el pago de 
la Reparación Civil al aplicar el Principio de 
Oportunidad? 
Antes que se emita el Protocolo este año 2018, mi Despacho disponía que la 
reparación civil sea pagada en un plazo no mayor de 5 meses, y 
excepcionalmente a 8 meses, atendiendo a las condiciones laborales y carga 
que tenía el imputado. Sin embargo, ahora nos ceñimos al plazo máximo que 
establece el Reglamento, esto es, no más de 9 meses. Es importante señalar, 
que en casi la totalidad de los casos que aplicamos el Principio de Oportunidad, 
las partes no se ponen de acuerdo en el plazo, por lo que es fijado por nosotros 
y este no será menos de 5 meses y hasta no más de los 9. 
6 
De los casos que aplica el Principio de Oportunidad, 
¿en qué medida el imputado no cumple con el pago? 
Podría decir que en un 50% de los casos que decidimos aplicar el Principio de 
Oportunidad, el denunciado no cumple con el pago de la reparación civil. 
Situación, que como ya he señalado, genera consecuencias adversas para 
todos las partes que participamos de este mecanismo. 




¿Cuáles son los mecanismos apropiados para evitar 
que el incumplimiento de pago incida en la 
inaplicación del principio de oportunidad? 
Solo hacemos este requerimiento de pago bajo apercibimiento de ejercitarse la 
acción penal, pues no hay otra alternativa. Este criterio lo estamos adoptando a 
partir de la dación del Reglamento de aplicación, dado que antes, cuando 
advertíamos que el imputado no pagaba la reparación civil, inmediatamente 
emitíamos la Disposición donde promovíamos la acción penal. Por ello, si bien 
esta forma no está establecida en la norma, consideramos que es la adecuada, 
pues permite darle la oportunidad al imputado de que cumpla con su 
compromiso. 
8 
¿Es beneficiosa la aplicación del Principio 
Oportunidad en el distrito fiscal del Callao? 
Es beneficiosa; sin embargo, debemos señalar que no cumple con su real 
objeto que es solucionar el conflicto y reparar el daño a la víctima, el cual se ve 
materializado cuando el imputado no cumple con el pago de la reparación civil. 
9 
¿Cuáles son las consecuencias de la inaplicación del 
principio de oportunidad en el distrito fiscal del 
Callao? 
Tenemos que promover la acción penal; lo cual hacemos luego del 
requerimiento al imputado para que cumpla con el pago. 




¿Considera que en la normativa actual existe un vacío 
legal respecto de asegurar el pago de la reparación 
civil?  
Claro que sí, y el principal es no haber mecanismos para asegurar el pago de la 
reparación civil; además, debería haber otras formas para evitar formalizar la 
acción penal, y no solo requerir el pago. Al respecto, es saludable que el 
Reglamento de Aplicación del principio de oportunidad haya establecido pautas 
para proceder ante este mecanismo; sin embargo, ante los vicios que aún 
existen nos corresponde a nosotros darle una salida sin que estos sean 
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Anexo D: Proceso de codificación 
Entrevista Fp1 
Preguntas  Respuestas  Frases Codificadas  Categorías y Sub 
categorías  
Código de Categoría o 
Sub categoría  
1. ¿Qué es el 
Principio de 
Oportunidad? 
Conforme lo establece el 
Acuerdo Plenario N° 05-
2009, el Principio de 
Oportunidad es un 
mecanismo que permite 
dar una solución distinta 
al conflicto a la que se 
espera por la comisión de 
un delito. Es más, no solo 
debe tratarse como de un 
mecanismo que soluciona 
conflictos de manera 
célere (tal como lo es), 
sino que, además, 
procura que la víctima 
sea resarcida con la 
reparación civil. Esto es 
así, pues pensar que el 
Principio de Oportunidad 
existe solo para 
solucionar el conflicto, 
implica que como 
Fiscales solo buscamos 
sancionar la comisión de 
un delito, situación que es 
alejada de nuestra 
función constitucional, 
En ese sentido, es claro 
afirmar que el Principio de 
Oportunidad tiene una 
doble función:  
 
sancionar el delito y 
reparar el daño de 
manera célere. 
Principio de oportunidad  
Delito  








representamos a la 
sociedad y como tales 
buscamos que la víctima 
también reciba justicia no 
solo al sancionar a su 
agresor sino también a 
través de una reparación 
pecuniaria. En ese 
sentido, es claro afirmar 
que el Principio de 
Oportunidad tiene una 
doble función: sancionar 
el delito y reparar el daño 
de manera célere. 
2. ¿En qué delitos 
aplica el Principio 
de Oportunidad? 
Lesiones culposas; 
exposición a peligro de 
persona dependiente; 
incumplimiento de la 
obligación alimentaria; 
omisión de denuncia 
Lesiones culposas  
 
exposición a peligro de 
persona dependiente  
 
incumplimiento de la 
obligación alimentaria 
Delitos  4 
3. ¿Es significativo el 
número de casos 
en los que aplica 
el principio 
oportunidad? 
De toda la carga que 
tengo asignada, un 30% 
es lo que decidí aplicar 
este mecanismo. Por ello, 
puedo decir, que aplicar 
el Principio de 
Oportunidad sí es 
significativo. Ahora, es 
importante mencionar que 
si bien el CPP establece 
los casos que procede 
De toda la carga que 
tengo asignada, un 30% 
es lo que decidí aplicar 
este mecanismo.  
 
Por ello, puedo decir, que 
aplicar el Principio de 
Oportunidad sí es 
significativo. 
 
A pesar de existir 
Mecanismo  
Principio de oportunidad  
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aplicar el Principio de 
Oportunidad, nosotros lo 
aplicamos siempre que el 
denunciado no se haya 
acogido en otra ocasión a 
este mecanismo ni que se 
encuentre en una de las 
causales que establece el 
artículo 2.9 CPP. 
Situación conforme está 
regulado en el CPP y el 
Reglamento. De ello, se 
puede apreciar que a 
pesar de existir causales 
que limiten aplicar el 
Principio de Oportunidad, 
un 30% de mis casos 
pasan el filtro 
correspondiente para 
aplicar dicho Principio. 
causales que limiten 
aplicar el Principio de 
Oportunidad, un 30% de 
mis casos pasan el filtro 
correspondiente para 
aplicar dicho Principio. 
4. ¿El 
incumplimiento del 
pago incide de 
manera 




(continuar con la 
promoción de la 
acción penal)? 
Definitivamente sí, esto 
es, que si no hay pago de 
la reparación civil ya 
determinada, se procede 
con la emisión de la 
Disposición para la 
promoción de la acción 
penal. Al respecto, 
debemos señalar que 
aquella situación se da 
así, pues el artículo 2.4 
del CPP establece que 
“de no producirse el 
pago, se dictará 
Concluir que cumplir con 
la reparación del daño es 
fundamento principal  
Para que no ejercitemos 
la acción penal.  
Por tanto, su 
incumplimiento  
Sí incide su inaplicación. 
Reparación del daño  
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disposición para la 
promoción de la acción 
penal”, con lo cual se 
puede concluir que 
cumplir con la reparación 
del daño es fundamento 
principal para que no 
ejercitemos la acción 
penal. Por tanto, su 
incumplimiento sí incide 
su inaplicación. 
5. ¿Cuál es el plazo 
que normalmente 
fija para el pago 
de la Reparación 
Civil al aplicar el 
Principio de 
Oportunidad? 
Si bien el CPP no 
establece un plazo para 
el pago de la reparación 
civil, el Reglamento sí lo 
establece, y este no debe 
exceder los 9 meses; por 
lo que el plazo que 
fijamos es este.  Ahora, 
es importante señalar que 
en mi Despacho ha 
tomado la decisión de 
tomar como criterio las 
condiciones laborales y 
económicas del 
denunciado a efectos de 
poder establecer el plazo, 
pero no excediendo de 
los 9 meses. Es 
importante señalar, que 
antes de la dación del 
Reglamento de aplicación 
del Principio de 
Oportunidad, mi 
Ha tomado la decisión de 
tomar como criterio  
las condiciones laborales 
y económicas  
del denunciado a efectos 
de poder  
establecer el plazo, pero 
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Despacho había fijado el 
plazo de 9 meses como el 
máximo para cumplir con 
el pago de la reparación 
civil, y ello se hizo de esa 
manera, pues era muy 
difícil trabajar con aquel 
vacío. 
6. De los casos que 
aplica el Principio 
de Oportunidad, 
¿en qué medida el 
imputado no 
cumple con el 
pago? 
En la mayoría de casos 
que hemos aplicado el 
Principio de Oportunidad, 
los denunciados solo 
cumplen con pagar las 
tres primeras cuotas; esto 
se da en el 60% de 
casos. Por ello, ante tal 
incumplimiento, solo nos 
queda emitir la 
Disposición para 
promover la acción penal. 
Es más, los imputados se 
mantienen firmes en no 
cumplir con el pago de la 
reparación civil a pesar 
de que los apercibimos 
que emitiremos la 
Disposición de formular 
acción penal en su 
contra. 
los denunciados solo 
cumplen con pagar las 
tres primeras cuotas 
para promover la acción 
penal.  
los imputados se 
mantienen firmes  
en no cumplir con el pago 
de la reparación civil  
a pesar de que los 
apercibimos 
Denunciados  
Acción penal  
Imputados  
Pago  
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7. ¿Cuáles son los 
mecanismos 
apropiados para 
evitar que el 
incumplimiento de 




El Reglamento solo 
señala como mecanismo 
para evitar el 
incumplimiento del pago 
que se haga el 
apercibimiento de que se 
ejercitará la acción penal. 
Sin embargo, en mi 
Despacho requerimos el 
pago, conforme lo señala 
el Reglamento, y si 
continúa con el impago, 
llamamos al agraviado a 
efectos de preguntar si es 
que por otro modo el 
imputado está 
cumpliendo con el pago 
de reparación civil; si la 
respuesta es afirmativa 
damos por válido el 
cumplimiento del pago, 
pero si la respuesta es 
negativa, procedemos a 
ejercitar acción penal. 
requerimos el pago 
conforme lo señala el 
Reglamento  
llamamos al agraviado a 
efectos de preguntar si es 
que por otro modo  
el imputado está 
cumpliendo  
con el pago  














8. ¿Es beneficiosa la 
aplicación del 
Principio 
Oportunidad en el 
distrito fiscal del 
Callao? 
Sí es beneficiosa en tanto 
se cumpla con su objeto, 
es decir, sí lo es cuando 
pensamos que el 
imputado cumplirá con el 
pago de la reparación 
civil, pero deja de serlo 
cuando debemos 
formalizar acción penal y 
el caso se convierte en 
Sí es beneficiosa  
en tanto se cumpla con 
su objeto 
pensamos que el 
imputado cumplirá  
con el pago  
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una carga más. 
9. ¿Cuáles son las 
consecuencias de 
la inaplicación del 
principio de 
oportunidad en el 
distrito fiscal del 
Callao? 
Conforme lo señala el 
artículo 2.4 CPP, la 
consecuencia es emitir la 
Disposición para la 
promoción de la acción 
penal; así tal cual lo 
establece dicho artículo 
de la siguiente manera: 
de no producirse el pago, 
se dictará disposición 
para la promoción de la 
acción penal”. Adicional a 
ello, mi Despacho 
procede a inscribir al 
imputado a un registro de 
no cumplir con el pago de 
la reparación civil, a 
efectos de que esta 
persona no se le permita 
volver acogerse al 
Principio de Oportunidad. 
es emitir la Disposición 
para la promoción de la 
acción penal 
procede a inscribir al 
imputado a un registro 
de no cumplir con el pago 
de la reparación civil 
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10. ¿Considera que 
en la normativa 
actual existe un 
vacío legal 
respecto de 
asegurar el pago 
de la reparación 
civil? 
Es evidente que sí hay 
vacíos, y en la praxis 
tratamos de llenar tales 
vacíos siempre dentro de 
lo permisivo. Por ejemplo, 
el más evidente que hay 
el de asegurar el pago de 
la reparación civil. Como 
señalé anteriormente, en 
mi Despacho ante el 
incumplimiento del pago 
no emitimos 
inmediatamente la 
Disposición de promover 
la acción penal, sino que 
requerimos que cumpla 
con el pago con el 
apercibimiento de emitir 
esta Disposición y, 
también, llamamos al 
agraviado para preguntar 
si el imputado está 
cumpliendo con el pago 
de otra manera. 
 
sí hay vacíos, y en la 
praxis tratamos de llenar 
tales vacíos siempre 
dentro de lo permisivo 
que hay el de asegurar el 
pago de la reparación civil 
ante el incumplimiento del 
pago no emitimos 
inmediatamente la 
Disposición de promover 
la acción penal  
sino que requerimos que 
cumpla con el pago 
llamamos al agraviado 











Reparación civil  
Incumplimiento de pago  


















Preguntas Respuestas Frases codificadas Categorías y Sub 
categorías 
Código de Categoría 
o Sub categoría  
1. ¿Qué es el 
Principio de Oportunidad? 
El Principio de 
Oportunidad es uno de 
los mecanismos 
alternativos para 
solucionar conflictos de 
manera célere y tiene el 
objetivo de no generar 
más carga de la que ya 
tenemos, pues con su 
aplicación se busca que 
el conflicto generado 
por el imputado se 
solucione prontamente 
y también se busca 
resarcir el daño a favor 
del agraviado. Este 
mecanismo puede ser 
iniciado de oficio o a 
pedido de parte, 
conforme lo establece 
el artículo 2.1 del CPP; 
debiendo tener 
presente que aun 
cuando el Fiscal decida 
iniciarlo o las partes se 
pongan de acuerdo 
para iniciarlo, será el 
Fiscal quien controle su 
legalidad, pues existen 
causales por las cuales 
El Principio de 
Oportunidad  




tiene el objetivo de no 
generar más carga 
que el conflicto 
generado por el 
imputado se solucione 
también se busca 
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no puede proceder 
aplicar este mecanismo. 
Por ello, considero que 
cuando las partes 
inicien este 
procedimiento el Fiscal 
bajo el control de 
admisibilidad respectivo 
procederá a darle el 
trámite correspondiente; 
y cuando el Fiscal lo 
inicie de oficio es 
porque consideró que el 
caso ya pasó el control 
de admisibilidad. 
2. ¿En qué 
delitos aplica el Principio de 
Oportunidad? 
Lesiones culposas; 
incumplimiento de la 
obligación alimentaria; 
omisión de denuncia; 
peligro culposo 
Lesiones culposas 
incumplimiento de la 
obligación alimentaria 




significativo el número de 
casos en los que aplica el 
principio oportunidad? 
Sí es significativo. 
Siendo un aproximado 
del 45% de casos que 
llegan a este Despacho 
por los cuales 
decidimos que deben 
resolverse a través del 
Principio de 
Oportunidad. Es más, 
en realidad es un 60% 
de los casos que 
evaluamos que puedan 
resolverse por aquel 
mecanismo, pero luego 
decidimos que deben 
resolverse  
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de hacer le filtro de 
admisibilidad solo 
queda el 45%. 
4. ¿El 
incumplimiento del pago 
incide de manera 
significativa en la 
inaplicación del principio de 
oportunidad (continuar con 
la promoción de la acción 
penal)? 
Indudablemente sí. El 
incumplimiento de pago 
es un requisito que la 
norma exige para que 
podamos emitir la 
Disposición de 
Abstención y dar por 
finalizado el caso de 
forma definitiva. Por ello 
es así, no solo porque 
la norma lo exige, sino 
por un criterio razonable 
y de inferencia lógica, 
pues no solo buscamos 
buscar solucionar el 
conflicto penal, sino que 
buscamos que el 
agraviado obtenga una 
reparación del daño; y 
con el incumplimiento 
de aquel pago, 
evidentemente 
debemos inaplicarlo y 
promover la acción 
penal inmediatamente. 
El incumplimiento de 
pago es un requisito 
que la norma exige  
dar por finalizado el 
caso de forma definitiva 
no solo buscamos 
buscar solucionar el 
conflicto penal 
sino que buscamos que 
el agraviado obtenga 











5. ¿Cuál es el 
plazo que normalmente fija 
para el pago de la 
Reparación Civil al aplicar el 
Principio de Oportunidad? 
En mi Despacho hemos 
establecido que para 
determinar el plazo 
debemos tomar en 
consideración los 
ingresos que tiene el 
para determinar el plazo 
debemos tomar en 
consideración  
los ingresos que tiene el 
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denunciado y la carga 
que tiene. Una vez 
determinado a ello se 
fija un plazo, el mismo 
que no puede ser no 
menor de 6 ni mayor de 
9 meses; y si bien el 
Reglamento de 
aplicación del Principio 
de Oportunidad no 
establece un plazo 
mínimo, este es fijado 
teniendo en 
consideración la 
experiencia que tengo. 
En otras palabras, no 
estamos incumpliendo 
ningún dispositivo legal, 
sino por el contrario se 
está llenando un vacío 
que la norma no lo 
establece ni tampoco lo 
prohíbe. 
 
6. De los casos 
que aplica el Principio de 
Oportunidad, ¿en qué 
medida el imputado no 
cumple con el pago? 
Estaremos hablando de 
aproximadamente del 
40% de casos en que el 
imputado no paga la 
reparación civil. 
Precisando que solo 
llega a cumplir una o 
dos cuotas y después 
no lo hace más; y por 
más de que requerimos 
al imputado para que 
casos en que el 
imputado no paga  
la reparación civil 
con el apercibimiento 
de que procederemos  
Imputado  
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pague la reparación civil 
con el apercibimiento 
de que procederemos 
con emitir la Disposición 
de acción penal en su 
contra, hay casos (el 
40%) que no cumplen 
con el pago y por lo 
tanto debemos 
promover la acción 
penal. 
7. ¿Cuáles son 
los mecanismos apropiados 
para evitar que el 
incumplimiento de pago 
incida en la inaplicación del 
principio de oportunidad? 
La norma no señala 
ningún mecanismo, 
pero considero que se 
podría empezar por el 
requerimiento de pago 
de la reparación civil 
hasta en dos 
oportunidades con su 
correspondiente 
apercibimiento; y si aun 
así no cumple con el 
pago, deberíamos 
declarar no aplicar el 
Principio de 
Oportunidad en el caso 
en concreto, ni en 
ningún otro caso que lo 
solicite el imputado 
omiso.  
La norma no señala 
ningún mecanismo 
podría empezar por el 
requerimiento de pago 
de la reparación civil  
y si aun así no cumple 
con el pago, 
deberíamos declarar no 
aplicar el Principio de 
Oportunidad  
Norma  










beneficiosa la aplicación del 
Principio Oportunidad en el 
distrito fiscal del Callao? 
Como parte de la 
descarga procesal es 
beneficiosa porque 
evitaríamos continuar 
Como parte de la 
descarga procesal es 
beneficiosa  
 










un caso; sin embargo, 
la falta de mecanismos 
que permitan que 
realmente cumpla su 
objetivo solo logra el 





la falta de mecanismos 
que permitan que 
realmente cumpla 
9. ¿Cuáles son 
las consecuencias de la 
inaplicación del principio de 
oportunidad en el distrito 
fiscal del Callao? 
Nuestro despacho ha 
tomado la posición, 
conforme lo establece 
el CPP y el Reglamento 
correspondiente, de 
emitir la Disposición de 
Promoción de la acción 
penal, lo cual implica 
emitir un 
pronunciamiento de 
fondo, esto es, otra 
carga para el 
Despacho. Es inevitable 
no emitir aquella 
Disposición, pues no 
solo podemos cegarnos 
en lograr una solución 
al conflicto penal y dejar 
de lado la reparación 
civil; por ello considero 
que aun cuando 
inaplicar el Principio de 
Oportunidad genera 
carga procesal, estoy 
de acuerdo que ocurra 
así, con la finalidad de 
conforme lo establece 
el CPP y el Reglamento 
correspondiente  
emitir la Disposición de 
Promoción de la acción 
penal 
genera carga procesal, 
estoy de acuerdo que 
ocurra así 
en la etapa 
correspondiente lograr 
una reparación para la 
víctima. 
Reglamento  
Acción penal  
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que en la etapa 
correspondiente lograr 
una reparación para la 
víctima. 
10. ¿Considera 
que en la normativa actual 
existe un vacío legal 
respecto de asegurar el 
pago de la reparación civil? 
Como toda figura 
procesal tiene vacíos y 
ésta no es la excepción, 
pero con la práctica son 
subsanables. Sin 
embargo, el 
aseguramiento del pago 
merece una regulación 
normativa, pues 
justamente el no pago 
trae como 
consecuencia que el 
Principio de 
Oportunidad no cumpla 
con su objeto. Creo que 
además de asegurar el 
pago de la reparación 
civil, se debe establecer 
la posibilidad de 
pronunciarnos por el 
fondo de no solo de 
ejercitar la acción penal, 
sino también el de 
archivar la denuncia, 
pero aun cuando esto 
ocurra siempre 
pronunciándonos por la 
reparación civil porque 
puede haber casos que 
no tengan una 
el aseguramiento del 
pago merece una 
regulación normativa 
pues justamente el no 
pago trae como 
consecuencia  
se debe establecer la 
posibilidad de 
pronunciarnos por el 
fondo de no solo de 
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connotación penal, pero 
sí civil y ello no puede 
dejarse de lado. 
 
Entrevista  Fp3  
Preguntas Respuestas Frases codificadas Categorías y Sub 
categorías 
Código de Categoría o 
Sub categoría 
1. ¿Qué es el 
Principio de Oportunidad? 
Es la potestad que tiene 
el Fiscal para 
abstenerse de ejercitar 
la acción penal cuando 
concurran las causales 
del artículo 2° del CPP, 
esto es, cuando el 
imputado se haya visto 
afectado de manera 
grave por los resultados 
de su delito, culposo o 
doloso, cuando los 
delitos que se cometan 
no afectan gravemente 
el interés público y 
cuando de acuerdo a 
los escenarios del caso 




atenuantes del artículo 
14° (error de tipo y error 
de prohibición), artículo 
15° (error de 
potestad que tiene el 
Fiscal para abstenerse 
de ejercitar la acción 
penal 
cuando el imputado se 
haya visto afectado de 
manera grave   
los resultados de su 
delito, culposo o doloso 
el interés público y 
cuando de acuerdo a 
los escenarios del caso  
Acción penal  
Imputado  
Delito  

















atenuada), artículo 22° 
(responsabilidad 
restringida por la edad), 
artículo 25° 
(complicidad primaria y 
complicidad secundaria) 
y artículo 46° 
(circunstancias de 
atenuación y 
agravación) del Código 
Penal. Ante la 
concurrencia de estos 
supuestos, es que se 
aplica el Principio de 
Oportunidad y se 
soluciona el conflicto de 
manera célere. 
Asimismo, podemos 
definirlo como el 
mecanismo que 
utilizamos para 
abstenernos de ejercitar 
la acción penal a favor 
del imputado y siempre 
que este cumpla con el 
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pago íntegro de la 
reparación civil a favor 
del agraviado. 
2. ¿En qué 
delitos aplica el Principio de 
Oportunidad? 
Lesiones culposas; 
exposición o abandono 
de un menor o incapaz; 




exposición o abandono 
de un menor o incapaz 
incumplimiento de la 
obligación alimentaria 
peligro culposo 
Delitos  80 
3. ¿Es 
significativo el número de 
casos en los que aplica el 
principio oportunidad? 
En efecto; y eso se 
refleja de nuestro 
sistema, pues de los 
150 casos que tengo a 
mi cargo, 60 se ha 
dispuesto por que se 
aplique el Principio de 
Oportunidad. En igual 
situación están los 
Fiscales adjuntos de mi 
Despacho. Ahora, es 
importante tener 
presente que a pesar 
de que se trata de un 
gran número de casos 
que disponemos se 
aplique aquel Principio, 
lamentablemente no 
todos terminar con una 
Disposición de 
abstención de ejercitar 
la acción penal, y ello 
se debe al cumplimiento 
del compromiso 
asumido por el 
eso se refleja de 
nuestro sistema, pues 
de los 150 casos que 
tengo a mi cargo 
tener presente que a 
pesar de que se trata 
de un gran número de 
casos que disponemos 
lamentablemente no 
todos terminar con una 
Disposición de 
abstención de ejercitar 
la acción penal 
compromiso asumido 
por el imputado. 
Sistema  
Casos  












incumplimiento del pago 
incide de manera 
significativa en la 
inaplicación del principio de 
oportunidad (continuar con 
la promoción de la acción 
penal)? 
Claro que sí, porque el 
no pago trae como 
consecuencia que 
continuemos con la 
acción penal, conforme 
lo establece el CPP. 
Muchos son los casos 
por los cuales citamos a 
las partes para aplicar 
el Principio de 
Oportunidad, pero este 
no se llega a concretar 
pues el imputado no 
cumple con el pago, y 
por esta situación, este 
mecanismo no cumple 
con su real objeto. 
porque el no pago trae 
como consecuencia que 
continuemos con la 
acción penal 
muchos son los casos 
por los cuales citamos a 
las partes  
pues el imputado no 







5. ¿Cuál es el 
plazo que normalmente fija 
para el pago de la 
Reparación Civil al aplicar el 
Principio de Oportunidad? 
Una vez que el monto 
de reparación civil se 
fija por acuerdo de las 
partes, se le pregunta al 
imputado si lo puede 
pagar en una sola cuota 
y de no ser así, en 
cuantas puede hacerlo, 
las mismas que no 
pueden exceder de 9 
meses. La propuesta 
del imputado es 
trasladada al agraviado 
y de aceptarla, se fija 
ese aquel plazo. 
También hemos 
el monto de reparación 
civil se fija por acuerdo 
al imputado si lo puede 
pagar  
La propuesta del 
imputado es trasladada 
al agraviado y de 
aceptarla 
precisado lo hacemos 
conforme lo indica el 
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adoptado el criterio que 
nosotros fijamos el 
plazo siempre que no 
haya acuerdo entre las 
partes. Ahora, es 
importante indicar que 
lo antes precisado lo 
hacemos conforme lo 
indica el CPP y el 
Reglamento; sin 
embargo, conforme a la 
experiencia, hemos 
adoptado el criterio que 
dependiendo del caso y 
las condiciones 
económicas del 
imputado es que 
buscamos que el 
imputado se 
comprometa a pagar en 
un máximo de 3 cuotas 
cada 45 días. 
6. ¿De los casos 
que aplica el Principio de 
Oportunidad, ¿en qué 
medida el imputado no 
cumple con el pago? 
Es un 45% de casos en 
que el imputado no 
cumple con el pago, y 
es inevitable esta 
situación porque no hay 
forma de asegurar 
dicho pago. Esto es, a 
pesar de que el 
imputado se 
compromete a pagar la 
reparación civil en 
cuotas, pues de 
un 45% de casos en 
que el imputado no 
cumple con el pago 
no hay forma de 
asegurar dicho pago 
compromete a pagar la 
reparación civil en 
cuotas 
sus condiciones 
económicas le será 
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acuerdo a sus 
condiciones 
económicas le será 
imposible hacerlo en 
una sola, este deja de 
hacerlo, por lo que no 
queda más que emitir la 
Disposición de 
promover la acción 
penal, conforme lo 
establece la norma. 
7. ¿Cuáles son 
los mecanismos apropiados 
para evitar que el 
incumplimiento de pago 
incida en la inaplicación del 
principio de oportunidad? 
Nosotros hacemos un 
requerimiento dándole 
el plazo de 5 días para 
que cumpla con el 
pago; si se mantiene el 
impago procedemos 
hacer un nuevo 
requerimiento de pago 
con el plazo de 5 días. 
Ambos requerimientos 
se hacen con el 
apercibimiento de 
proceder con ejercitar la 
acción penal. Este 
criterio no se encuentra 
establecido en el CPP 
ni en el Reglamento, es 
más, no hay 
mecanismos que 
asegure el pago, por lo 
que en mi Despacho 
realizamos aquella 
acción no prohibida ni 
hacemos un 
requerimiento dándole 
el plazo de 5 días 
cumpla con el pago 
ambos requerimientos 
se hacen con el 
apercibimiento 
este criterio no se 
encuentra establecido 
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perjudicial para las 
partes; considerando 
que ello es una medida 
adecuada. 
8. ¿Es 
beneficiosa la aplicación del 
Principio Oportunidad en el 
distrito fiscal del Callao? 
Definitivamente que sí, 
pero lamentablemente 
los imputados no 
aprovechan este 
mecanismo que esto los 
ayuda mucho, puesto, 
como ya lo hemos 
señalado, incumplen sin 
justificación o sustento 
alguno el compromiso 
asumido de reparar el 
daño. Debemos 
entender que el 
imputado puede tener 
diversos problemas 
económicos que le 
hagan imposible cumplir 
con dicho compromiso, 
pero esa es una 
situación que debe ser 
puesto en conocimiento 
de la fiscalía para 
evaluar qué acciones 
tomar; pero si solo deja 
de cumplir con el pago, 
solo debemos emitir 
como corresponde la 
Disposición de 
formulación de cargos 
en su contra. 
imputados no 
aprovechan este 
mecanismo que esto los 
ayuda mucho 
el compromiso asumido 
de reparar el daño  




Reparar el daño  
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9. ¿Cuáles son 
las consecuencias de la 
inaplicación del principio de 
oportunidad en el distrito 
fiscal del Callao? 
Tenemos que promover 
la acción penal 
conforme lo señala la 
norma, generando 
carga procesal. Es lo 
único que podemos 
hacer. 




Acción penal  





que en la normativa actual 
existe un vacío legal 
respecto de asegurar el 
pago de la reparación civil? 
Sí hay vacíos, tales 
como no haber 
mecanismos para 
requerir o asegurar el 
pago de la reparación 
civil. Como lo indiqué 
anteriormente, no hay 
mecanismo normativo 
que permita que 
hagamos cumplir el 
pago de la reparación 
civil, pero lo que 
nosotros hacemos es 
requerir en dos 
oportunidades 
solicitando cumpla con 
el pago con el 
apercibimiento 
correspondiente; sin 
embargo, ello no 
resulta, pues de igual 
manera emitimos la 
Disposición de 
promover la acción 
penal en su contra. 
tales como no haber 
mecanismos para 
requerir o asegurar el 
pago 
que permita que 
hagamos cumplir el 
pago de la reparación 
civil 
solicitando cumpla con 

























SEMEJANZAS  DIFERENCIAS  CONCLUSIONES  
1 







2009, es un 
mecanismo que 
permite dar una 
solución distinta 
al conflicto a la 
que se espera 
por la comisión 




delito y reparar 
el daño de 
manera célere 
El Principio de 
Oportunidad es 





manera célere y 
tiene el objetivo 
de no generar 
más carga de la 
que ya tenemos, 
pues con su 
aplicación se 
busca que el 
conflicto 




también se busca 
resarcir el daño a 
favor del 
agraviado. 
Es la potestad 
que tiene el 
Fiscal para 
abstenerse de 











ejercitar la acción 
penal a favor del 
imputado y 
siempre que este 
cumpla con el 
pago íntegro de 
la reparación civil 
a favor del 
agraviado. 






conflictos y, a su 
vez, es un 
mecanismo de 
descarga 
procesal. De esta 
manera, el 
imputado logra 
que se emita una 
abstención de 
formalizar acción 
penal y la víctima 
logra que se le 




señalan que el 
Principio de 
Oportunidad 










El Principio de 
Oportunidad es 
un mecanismo 
procesal que es 
utilizado por las 
partes para 
solucionar de 
manera rápida el 
conflicto. Para 
que ello se 
produzca es 




que establece el 
artículo 2º del 
Código Procesal 
Penal, teniendo 
por objetivo que 
el imputado no 
sea procesado y 
que se le repare 
el daño de la 
víctima.  






































abandono de un 
menor o incapaz; 
incumplimiento 










abandono de un 


































Los delitos que 
mayor se aplica el 
Principio de 
Oportunidad en el 
Callao es el de 
lesiones culposas 
y incumplimiento 






casos en los 





pesar de existir 
causales que 
limiten aplicar el 
Principio de 
Oportunidad, un 
30% de mis 





Sí es significativo. 
Siendo un 
aproximado del 







Eso se refleja de 
nuestro sistema, 
pues de los 150 
casos que tengo 
a mi cargo, 60 se 
ha dispuesto por 








ejercitar la acción 
Del total de casos 
que ingresan al 
Despacho cuando 






claro está que 
este porcentaje 
corresponde 
luego del filtro de 
admisibilidad que 




señalan que sí 
es significativo 
el número de 
casos a los 









el Principio de 
Oportunidad. 
Así, el Fiscal 
Provincia 1 
sostiene que 
es un 30%, el 
Fiscal 
Provincial 2 del 
45%, el Fiscal 
Sí es significativo 
el número de 
casos en los que 
aplica el principio 
oportunidad. Con 
un aproximado de 
40% a 45% de 
casos en que se 
utiliza este 
mecanismo. 
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asumido por el 
imputado. 
los casos. Provincial 3 
dice que son 
60 de sus 
casos y el 
Fiscal 













de la acción 
penal)? 








Por tanto, su 
incumplimiento 
sí incide su 
inaplicación. 
El incumplimiento 
de pago es un 
requisito que la 




Abstención y dar 
por finalizado el 
caso de forma 
definitiva. 
Muchos son los 
casos por los 
cuales citamos a 




pero este no se 
llega a concretar 
pues el imputado 
no cumple con el 
pago. 
La norma 
procesal y el 
Reglamento que 
salió este año 
2018 señalan que 
con el pago 















señalan que el 
incumplimiento 
del pago incide 





del pago sí incide 
de manera 








¿Cuál es el 
plazo que 
normalmente 
fija para el 
pago de la 
Reparación 
Civil al aplicar 
el Principio de 
Oportunidad? 
Mi Despacho 











plazo, pero no 
excediendo de 
los 9 meses. 
Para determinar 





denunciado y la 
carga que tiene. 
Una vez 
determinado a 
ello se fija un 
plazo, el mismo 
que no puede ser 
no menor de 6 ni 
mayor de 9 
meses. 
Se le pregunta al 
imputado si lo 
puede pagar en 
una sola cuota y 
de no ser así, en 
cuantas puede 
hacerlo, las 
mismas que no 
pueden exceder 
de 9 meses. 
Conforme a la 
experiencia, 
hemos adoptado 
el criterio que 
dependiendo del 
caso y las 
condiciones 
económicas del 
imputado es que 
buscamos que el 
imputado se 
comprometa a 
pagar en un 
máximo de 3 
cuotas cada 45 
días. 
Mi Despacho 
disponía que la 
reparación civil 
sea pagada en un 
plazo no mayor 
de 5 meses, y 
excepcionalmente 
a 8 meses, 
atendiendo a las 
condiciones 
laborales y carga 
que tenía el 
imputado. Las 
partes no se 
ponen de acuerdo 
en cuanto al 
plazo, por lo que 
es fijado por 
nosotros y este 
no será menos de 
5 meses y hasta 




que el pago de 
la reparación 
civil no excede 




La forma en 
aplicar el 
plazo. Así, el 
Fiscal 
Provincia 1 
sostiene que el 
plazo no 




dice que será 
no menor de 6 




dice que será 
máximo de 9 
meses y en 
ciertos casos 
será de 3 
cuotas cada 
45 días, y el 
Fiscal 
Provincial 4 
dice que no 
menor de 5 ni 
mayor de 9 
meses 
Todos los plazos 
para el pago no 
exceden de 9 
meses, pero cada 
fiscal dispone el 
mismo; y también 
toman en cuenta 
la situación 
laboral y personal 
para fijar ese 
plazo.  




De los casos 











con pagar las 
tres primeras 
cuotas; esto se 
da en el 60% 
de casos. Estos 
se mantienen 
firmes en no 
cumplir con el 
pago de la 
reparación civil 





acción penal en 
su contra. 
Aproximadamente 
del 40% de casos 
en que el 
imputado no paga 
la reparación civil. 
Precisando que 
solo llega a 
cumplir una o dos 
cuotas y después 
no lo hace más. 
Es un 45% de 
casos en que el 
imputado no 
cumple con el 
pago, y es 
inevitable esta 
situación porque 
no hay forma de 
asegurar dicho 
pago. 
Podría decir que 
en un 50% de los 
casos que 
decidimos aplicar 
el Principio de 
Oportunidad, el 
denunciado no 
cumple con el 















Así, el Fiscal 
Provincial 1 
dice que el 
60% de sus 
caos no se 
cumple con el 
pago; el Fiscal 
Provincial 2 
dice que el 
40% de sus 
caos no se 
cumple con el 
pago; el Fiscal 
Provincial 3 
dice el 45% de 
sus caos no 
cumple con el 
pago; el Fiscal 
Provincial 4 
dice el 50% de 
sus caos no 
cumple con el 
pago. 
Son elevados los 
casos en que el 
imputado no 
cumple con pagar 
la Reparación 
Civil. 








para evitar que 
el 
incumplimiento 
de pago incida 
en la 
inaplicación 




lo señala el 
Reglamento, y 





preguntar si es 




el pago de 
reparación civil. 





pago de la 
reparación civil 







dándole el pazo 
de 5 días para 
que cumpla con 




hacer un nuevo 
requerimiento de 
pago con el plazo 
de 5 días. Este 
criterio no se 
encuentra 
establecido en el 
CPP ni en el 
Reglamento, es 
más, no hay 
mecanismos que 








pues no hay otra 
alternativa; y si 
bien esta forma 
no está 
establecida en la 
norma, 
consideramos 
que es la 
adecuada, pues 
permite darle la 
oportunidad al 
imputado de que 






ante el impago 
cumplen con 
requerir el 
















con el pago de 










dice que da un 
plazo de 5 
días para que 
efectúen el 
pago y vencido 





No todos utilizan 
otros 
mecanismos para 
asegurar el pago. 














tanto se cumpla 
con su objeto. 








con un caso. 
Los imputados no 
aprovechan este 
mecanismo que 
esto los ayuda 
mucho, puesto, 







reparar el daño. 
No cumple con su 
real objeto que es 
solucionar el 
conflicto y reparar 
el daño a la 




cumple con el 











Es beneficiosa a 
pesar que no 








del principio de 
oportunidad en 




es emitir la 
Disposición 
para la 
promoción de la 
acción penal. 
Adicional a ello, 
procedemos a 
inscribir al 
imputado a un 
registro de no 
cumplir con el 
pago de la 
reparación civil, 
a efectos de 
que esta 
persona no se 
le permita 
volver acogerse 
al Principio de 
Emitir la 
Disposición de 
Promoción de la 
acción penal, 




conflicto penal y 






señala la norma. 
Tenemos que 
promover la 


















penal contra el 
imputado. 






que en la 
normativa 
actual existe 
un vacío legal 
respecto de 
asegurar el 
pago de la 
reparación 
civil?  
Sí hay vacíos, y 




dentro de lo 
permisivo. Por 




cumpla con el 
pago con el 
apercibimiento 





preguntar si el 
imputado está 
cumpliendo con 
el pago de otra 
manera. 
El aseguramiento 
del pago merece 
una regulación 
normativa, pues 
justamente el no 
pago trae como 
consecuencia que 
el Principio de 
Oportunidad no 
cumpla con su 
objeto. 
Sí hay vacíos, 




asegurar el pago 
de la reparación 
civil, pero lo que 
nosotros 
hacemos es 
requerir en dos 
oportunidades 
solicitando 
cumpla con el 
pago con el 
apercibimiento 
correspondiente. 
Claro que sí, y el 
principal es no 
haber 
mecanismos para 
asegurar el pago 
de la reparación 
civil; además, 
debería haber 
otras formas para 
evitar formalizar 
la acción penal, y 





señalan que sí 
hay vacíos, y 
principalmente 
es el de que 
no hay forma 




El principal vació 
es el de no 
establecer 
mecanismos para 
asegurar el pago 
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Anexo F: carpetas fiscales 
Carpeta fiscal 1 
Con fecha 05 de diciembre de 2017, miembros de la Policía Nacional realizaron 
un operativo de alcoholemia entre el cruce de la Avenida Sáenz Peña y Avenida 
Dos de Mayo en el Callao. Como consecuencia de dicho operativo, el señor Juan 
Martínez López fue intervenido debido a que en ese momento superó el consumo 
mínimo de alcohol permitido. 
Los miembros de la Policía Nacional condujeron al señor Martínez López a 
la comisaría del sector a efectos de que se le realice el dosaje etílico 
correspondiente y determinar el grado de alcohol en su sangre. Examen dio como 
resultado que tenía 0.60 gramos de alcohol por litro de sangre, razón por la cual, 
fue conducido a la Fiscalía de Turno para que proceda como corresponde.  
El Fiscal de Turno, al ver el examen de dosaje etílico, decidió de oficio 
iniciar el trámite correspondiente para aplicar el Principio de Oportunidad a favor 
del señor Martínez López atendiendo que su conducta ilícita había causado una 
escasa lesividad. Para ello, puso en conocimiento del señor Martínez López los 
efectos de aquel principio y que para no promover acción penal en su contra 
debía de pagar una reparación civil al Estado y que si no cumplía con dicho pago 
promovería acción penal en su contra. El señor Martínez López aceptó que se le 
aplique aquel mecanismo.  
El Fiscal de Turno convocó al Procurador correspondiente a efectos de que 
se ponga de acuerdo con el señor Martínez López el monto de la reparación civil, 
quienes acordaron que el monto sería de S/ 2,000.00 soles a favor del Estado y 
que serían pagadas en cuatro cuotas de S/ 500.00; este acuerdo quedó plasmado 
en un Acta con la firma de todos los participantes.  
Al término de los cuatro meses, el señor Martínez López no cumplió con 
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Carpeta fiscal 2 
El 01 de julio de 2018, la señorita Milagritos Emperatriz Rodríguez Fernández 
estaba paseando con su bicimoto alrededor del parque Para La Familia ubicada al 
frente de la Comisaría Ciudadela Chalaca del Callao. En esas circunstancias, la 
señorita Rodríguez Fernández empezó a conducir su bicimoto dentro de aquel 
parque a una velocidad que ponía en peligro a los niños y madres que estaban 
jugando, y a pesar de los llamados de atención de todos los presentes, ella 
continuó con tu imprudente actuación. 
En ese momento, la señorita Rodríguez Fernández, que seguía 
conduciendo su bicimoto en excesiva velocidad, no pudo evitar atropellar a la 
señora Luz María Pérez Julca, quien se encontraba con su esposo e hijos en el 
parque antes señalado. Como consecuencia de ese accidente, la señora Pérez 
Julca resultó lesionada.  
La señora Pérez Julca procedió a interponer denuncia por lesiones contra la 
señorita Rodríguez Fernández. Cuando esta último conoció de la denuncia en su 
contra se dirigió a la Fiscalía que veía su caso y solicitó se apliqué el Principio de 
Oportunidad a su favor.  
La Fiscalía, luego de evaluar su admisibilidad, citó a ambas partes a efectos 
de ponerse de acuerdo en la reparación civil. Llegado el día de la audiencia, la 
señora Pérez Julca propuso como reparación civil la suma de S/10,000 soles 
pagadas en dos cuotas S/ 500 soles y la señorita Rodríguez Fernández propuso 
que sea la suma de S/ 4,000 soles y pagadas en ocho cuotas de S/ 500 soles 
atendiendo que recién empezó a trabajar en un call center y tenía carga familiar. 
La señora Pérez Julcano no aceptó esta propuesta y solicitó se proceda con 
promover acción penal en contra de la señorita Rodríguez Fernández. 
La Fiscalía, ante la inminente falta de acuerdo y conforme al CPP y el 
Reglamento correspondiente, procedió a fijar la suma de S/ 6,000 soles como 
concepto de reparación civil que la señorita Rodríguez Fernández deberá pagar a 
la señora Pérez Julca en el plazo de seis meses de S/ 1,000 soles cada cuota. 
Todas las partes suscribieron el acuerdo en señal de conformidad. 
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Luego de haber transcurrido tres meses, el Fiscal advierte que la señorita 
Rodríguez Fernández solo cumplió con pagar una cuota de S/ 1,000 soles, por lo 
que procedió a requerir cumpla con el pago comprometido en el plazo de 5 días 
de notificada bajo apercibimiento de promover acción penal en su contra. Sin 
embargo, al término de aquel plazo, no hubo tal cumplimiento. Por ello, el Fiscal 
procedió con emitir la Disposición que promueve la acción penal por el delito de 
lesiones culposas. 
Carpeta fiscal 3 
La señora Valeria Maritza Espinoza Martínez inició proceso de alimentos en 
contra del señor Fernando Estefano Carpio Rojas por pensión alimentaria a favor 
de sus dos menores hijos. Esta causa concluyó con sentencia firma por el 
Juzgado de Familia, en el sentido que el señor Carpio Rojas debía de cumplir con 
el pago de alimentos por la suma de S/ 1,000 soles mensuales a favor de sus 
menores hijos. Sin embargo, a pesar de haber sido notificado con la sentencia y 
ante un evidente incumplimiento de esta Resolución, el Juzgado de Familia remite 
copias del expediente de alimentos a la Fiscalía de Turno del Callao a efectos de 
que conozca lo correspondiente. 
La Fiscalía de Turno del Callao inicia investigación por el delito de 
incumplimiento de obligación alimentaria, y al concurrir el señor Carpio Rojas a 
rendir su declaración indagatoria solicita que se le aplique el principio de 
oportunidad, comprometiéndose a cumplir con el pago de la pensión alimentaria 
dispuesta por el Juzgado de Familia y la reparación civil que se acuerde. 
El Fiscal convocó a la señora Espinoza Martínez a efectos de realizar la 
Audiencia Acuerdo de Principio de Oportunidad con el señor Carpio Rojas. En 
esta audiencia, la señora Espinoza Martínez pidió que se cumpla con el pago de 
los meses que el señor Carpio Rojas dejó de cumplir que hace un total de S/ 
10,000 soles y el pago de una reparación civil de S/ 5,000 soles; por su parte el 
señor Carpio Rojas acepta la propuesta de la señora Espinoza Martínez y que 
todo sea pagado en un plazo de 15 meses. Ante esta propuesta, la señora 
Espinoza Martínez manifiesta su conformidad.  
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Sobre dicha propuesta, el Fiscal manifiesta que el plazo no puede exceder 
de 9 meses. Por lo cual las partes aceptan que el monto sea pagado en 9 meses, 
firman el acuerdo correspondiente. Al culminar el periodo establecido se puede 
apreciar del expediente que el imputado solo ha hecho 4 depósitos de 500 soles 
cada uno, por lo que el Fiscal tuvo que formular denuncia. 
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